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-En Buenos Aires, a las 17 y 2 del miércoles 3 de junio de 1998: 

1
Manifestaciones en minoría
Sr. AVELÍN.- Pido la palabra. 

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por San Juan. 

Sr. AVELÍN.- ¿Cuántos senadores hay en el Senado, señor presidente? 

Sr. PRESIDENTE.- Hay 56 señores senadores. 

Sr. AVELÍN.- Pido que se fije un tiempo de espera prudencial y que luego se pase lista para verificar si hay quórum. Es la única forma en que podremos alcanzarlo. De lo contrario, vamos a estar esperando hasta las 19. 

Sr. PRESIDENTE.- A raíz del pedido del señor senador Avelín, se establecen diez minutos de espera como término improrrogable, pasado el cual se pasará lista y, si no hubiera quórum, se levantará la sesión. 

-Se continúa llamando.
-A las 17 y 12:
Sr. PRESIDENTE.- La sesión está abierta. 

2
Izamiento de la bandera nacional
Sr. PRESIDENTE.- Invito al señor senador por la provincia de Santiago del Estero don José O. Figueroa a izar la bandera y a los presentes a ponerse de pie. 

-Puestos de pie los presentes, el señor senador Figueroa procede

 a izar la bandera nacional en el mástil del recinto. (Aplausos.) 
 

(. . .)

-A las 17 y 38: 

Sr. PRESIDENTE.- Continúa la sesión. 

(. . .)

Régimen tributario especial para pequeños contribuyentes
Sr. PRESIDENTE.- Corresponde considerar el Orden del Día N° 414 y Complemento: dictamen de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Micro, Pequeña y Mediana Empresa en el proyecto de ley en revisión por el que se aprueba un régimen tributario especial para pequeños contribuyentes. 

Por Secretaría se dará lectura. 

Sr. SECRETARIO (Piuzzi).- (Lee:) 

Orden del Día N 414 y complemento
Sr. PRESIDENTE.- En consideración en general. 

Tiene la palabra el señor senador por La Pampa, miembro informante del proyecto. 

Sr. VERNA.- Señor presidente: nos ocupa la consideración de un proyecto en revisión que, formalmente, tiene su origen en un mensaje enviado por el Poder Ejecutivo de la Nación y al que se le han introducido modificaciones propuestas por diputados del oficialismo y de la oposición. Así son las cosas desde un punto de vista formal. Pero la verdadera génesis del proyecto -esto fue reconocido por el propio presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda de la Cámara de Diputados- está en una visita que hace tres años hizo a este Congreso un grupo de vendedores ambulantes con el objeto de presentar un reclamo ante los legisladores para no seguir siendo discriminados, no ser indocumentados impositivos o los NN de la Dirección General Impositiva. Es decir, querían estar en igualdad de condiciones respecto a la responsabilidad fiscal que el resto de los habitantes de la Nación. Lo que aducían era que no podían pagar lo que el Estado les obligaba a abonar. 

En definitiva, señor presidente, lo que estos vendedores demandaban era equidad fiscal, es decir que al Estado debemos sostenerlo todos, en la medida de nuestras posibilidades. Y también demandaban progresividad fiscal, es decir que aquel que más tenga pague más. 

El proyecto enviado por el Poder Ejecutivo fue modificado en la Cámara de Diputados. El monto correspondiente respecto del total de los ingresos brutos debe ser muy bajo, se fijó en 144 mil. Se incluyó a los profesionales, a algún tipo de sociedades, como las de hecho, las irregulares, las simples, las de capital e industria, las colectivas. Además se incorporó un régimen especial para los productores agropecuarios. Y, fundamentalmente, se agregó un capítulo referente a los aportes previsionales. 

Cuando uno analiza el proyecto, ve que en realidad, si bien esto se conoce comúnmente como monotributo, no se trata de un nuevo tributo sino de la inclusión de dos tributos actualmente vigentes, el IVA y Ganancias, y del agregado del pago de los aportes previsionales. 

Uno se pregunta cuál es la razón en la que se funda el interés o la necesidad de dar un trato diferenciado a las PYMES. Si bien las razones son de variada índole, desde la autoridad fiscal se reconoce que una parte de la evasión se debe a los altos costos administrativos que les insume el cumplimiento de las exigencias tributarias y a la alta presión tributaria nominal. Es decir que ello constituye un fuerte incentivo para la evasión. 

Esto último se da, señor presidente, fundamentalmente con el IVA, en el caso de la percepción que deben realizar los proveedores inscriptos de sus clientes responsables no inscriptos; se presume que la actividad del pequeño empresario tiene un valor agregado del 50 por ciento y se le aplica, por lo tanto, una sobretasa del 10,5 por ciento sobre el precio de sus adquisiciones. 

Si bien esta ley otorga la opción de inscribirse, para quien no lo hace aparece el problema de que, si el valor agregado de la empresa es efectivamente inferior al 50 por ciento, la tasa efectiva del IVA es mayor al 21 por ciento. En tanto que si el valor efectivamente agregado es superior al 50 por ciento, la tasa efectiva es inferior al 21 por ciento. 

Evidemente, para quienes el valor agregado es inferior al 50 por ciento, hay un fuerte incentivo para excluirse del sistema tributario, conducta que se potencia por cuanto implica, también, a sus proveedores mayoristas si estos no quieren perder sus ventas. 

Para evaluar esta situación y sus efectos perniciosos, nos ilustran los datos del último censo económico, del año 93, según el cual el valor agregado para el conjunto del comercio se ubica en el 22 por ciento de sus costos, o sea, un promedio muy por debajo del 50 por ciento. Si desagregamos esta cifra, podemos observar que, en cuanto al comercio minorista en su conjunto, el valor agregado representa el 23 por ciento. Y si descendemos aún más, en el comercio minorista cuya facturación es inferior a 100 mil pesos anuales, el valor agregado es del 24,4 por ciento de sus costos. Y para precisar todavía más su magnitud, corresponde decir que este sector comprendía el 95 por ciento de los locales comerciales y el 77 por ciento del empleo del comercio minorista. En consecuencia, para el sector de pequeños empresarios que facturan menos de 100 mil pesos por año, la incidencia del IVA, en promedio, es de 25,3 sobre sus ventas, casi un 13 por ciento más que si actuaran como responsables inscriptos. La pregunta es, entonces, ¿por qué no se inscribe? Y la respuesta es muy clara. Porque hacerlo implica una incidencia muy elevada en sus gastos administrativos. 

Si tenemos en cuenta que buena parte del valor agregado de este sector corresponde a la remuneración del empresario, se puede comprender aún mejor la fuerza que ejerce la atracción de evadir. 

Cuando analizamos cuál es el universo al que se refiere este tributo, y basándonos en el mismo censo nacional, vemos que en el sector de la industria, el 71,5 por ciento de los locales empleaba de una a cinco personas y el conjunto de estos locales sostenía el 14 por ciento del empleo del sector. En el sector de servicios, el 89 por ciento de los locales empleaba entre una y cinco personas y albergaba el 31 por ciento del empleo del sector. 

Pero en el sector comercio, el 94 por ciento de los locales empleaba entre una y cinco personas y generaba el 66 por ciento del empleo del sector. Todos los locales del comercio minorista que empleaban entre una y cinco personas albergaban el 80 por ciento del empleo y constituyen el 97 por ciento del total de los locales censados. 

Al analizar este proyecto de ley observamos que presenta en su anexo, en el régimen simplificado que hoy considera la Cámara, los títulos que van del I al VI. 

El Título I consta de un solo artículo y presente el enunciado del proyecto. El Título II contiene la definición de pequeño contribuyente y está conformado por los artículos 2° y 3°. El Título III se compone de catorce capítulos y abarca desde el artículo 4° hasta el artículo 31, conteniendo el ordenamiento del régimen. 

De acuerdo con estas disposiciones, la denominación de régimen simplificado proviene de la sustitución de las obligaciones tributarias establecidas en los impuestos a las ganancias y al valor agregado por un pago único correspondiente al que el proyecto designa como "impuesto integrado". Además, debe mencionarse la liberación de presentar declaraciones juradas, aunque continúa la obligación de exigir facturas por las compras y entregar facturas por las ventas y prestaciones de los servicios. 

De este modo, no puede computarse el crédito fiscal por las adquisiciones ni debe facturarse el cargo por débito fiscal en las facturaciones. Al mismo tiempo, a quienes opten por su inclusión en el régimen, no se les aplicará la percepción de sobretasa del IVA del 50 por ciento que deben realizar los proveedores responsables inscriptos de sus clientes responsables no inscriptos, excepto en los servicios de provisión de energía eléctrica, gas y agua corriente cuando la misma es controlada por medidores. 

El pago sustitutivo de los dos impuestos antes mencionado no es igual para todo el rango, pues va desde 12 mil pesos hasta 144 mil y se establece una división en ocho categorías. Se utiliza para definir a las categorías el monto de los ingresos brutos que, como queda dicho, tiene un máximo de 144 mil pesos, la superficie afectada a la actividad, con un máximo de 200 metros cuadrados, el consumo anual de energía eléctrica con un máximo de 20 mil kilovatios y el precio unitario de las ventas, obras, locaciones o prestaciones de servicios con un máximo de 870 pesos por unidad. 

El parámetro básico para ubicarse en una categoría determinada es el monto de los ingresos brutos, pero si en algunos de los restantes parámetros se excede de la magnitud establecida para esta categoría, la ubicación debería ser en la categoría superior; y, si el caso se diera en la última categoría, se daría la exclusión del régimen simplificado. 

Los importes del impuesto integrado van desde un mínimo de 33 pesos mensuales para la categoría cero, a un máximo de 464 pesos para la categoría séptima. 

Hay también una serie de actividades excluidas de poder participar de esta simplificación. Así es que en el inciso b) del artículo 17, se incluye entre las actividades financieras la exclusión de la negociación de títulos valores, el alquiler o administración de inmuebles el almacenamiento de productos de terceros, la prestación de los servicios de propaganda o publicidad, la actividad de despachante de aduana, el empresario, director o productor de espectáculos públicos, el ejercicio de actividades profesionales que requieran títulos universitarios para los cuales se requiere un régimen especial, la consultoría y las actividades correspondientes al sector primario de la economía, con excepción de la agropecuaria, para la cual también se instituye un régimen simplificado especial. 

Efectivamente, en el Título IV se establece un régimen simplificado para pequeños contribuyentes agropecuarios. Comprende seis capítulos que van desde el artículo 32 al artículo 46. 

En un sentido general, el sistema es análogo al establecido para el resto de las actividades, antes descripto. Del mismo modo, clasifica a los pequeños productores en ocho categorías- incluye las categorías 0 a 7- sobre la base de los mismos montos que el régimen general, pero no ocurre lo mismo con el resto de los parámetros. 

En este caso, además de los ingresos brutos, se adiciona otro parámetro que difiere según se trate de producciones de una sola especie o que tengan diversidad de actividades agropecuarias. En cuanto a las producciones de una sola especie para las explotaciones agrícolas, se toma en cuenta la superficie cultivada; para las explotaciones ganaderas, la cantidad de cabezas de animales. Con respecto a las explotaciones con diversidad de actividades, se toma en cuenta el valor máximo presunto de facturación anual que, en términos de montos, equivale a los establecidos para cada una de las categorías y que resultará de la suma de los importes correspondientes a las superficies cultivadas y a las cabezas de animales, de acuerdo con el valor presunto de facturación por unidad que determine la reglamentación. 

Para las producciones hortícolas con diversidad de especies, se utilizará un procedimiento análogo. El proyecto encomienda a la Administración Federal de Ingresos Públicos que determine la magnitud de las superficies cultivadas y los valores máximos presuntos de facturación anual correspondientes a cada categoría, tomándose en cuenta la localización de las explotaciones. 

Se fijan asimismo los montos mensuales correspondientes al impuesto integrado sustitutivo de los impuestos al Valor Agregado y a las Ganancias en un rango que va de los 39 pesos para la categoría 1 hasta los 464 pesos para la octava categoría. Es decir, los mismos montos que los determinados en el régimen general, pero queda eximida del pago la categoría 0. O sea, todos los productores cuyos ingresos brutos sean menores a 12.000 pesos anuales no pagan nada. 

En el Título V está establecido el régimen especial de los recursos de la seguridad social y para los pequeños contribuyentes. En el artículo 48, que es parte de este Título V, el empleador que opte por el régimen de pequeños contribuyentes, y, por lo tanto, se acoja al régimen simplificado tanto en el general como en el especial para el sector agropecuario, hará un aporte mensual de 33 pesos por cada trabajador que retendrá de su remuneración e ingresará con destino al sistema de capitalización o al de reparto. Sólo podrá afectar un trabajador en relación de dependencia si pertenece a las categorías 3 ó 4; dos, si pertenece a las categorías 5 y 6. Y podrá tener tres empleados como máximo si pertenece a la categoría 7. No podrán aplicar este sistema los que estén ubicados en las categorías 0, 1 y 2. 

Si estos límites fueran excedidos no se modificará la categoría del empleador, pero sobre los trabajadores excedentes deberá efectuar los aportes conforme a la legislación vigente en esta materia. 

Finalmente, el proyecto se cierra con el Título VI, "Otras disposiciones". En artículos comprendidos en dicho título se faculta a la administración a firmar convenios y además se fija cómo se reparte el producido de este monotributo. 

Considero que se trata de un instrumento que seduce por su simplicidad e incorpora prestaciones sociales a esa simplicidad. Además, es un instrumento integrado y complementario de la reforma fiscal integral que hoy está analizando el Parlamento. 

En mi concepto constituye un paso adelante, aunque pequeño, hacia la progresividad. En lo personal, no creo que sea un proyecto para beneficiar a nadie que esté aportando. Es un proyecto para incorporar a aquellos sectores que están hoy en la economía informal y que no pagan impuestos. 

Como dijo el presidente de la Comisión de Presupuesto de la Cámara de Diputados, si alguien hubiera hecho lobby por esta ley, entonces habrían sido las cámaras clandestinas. Entendemos por clandestinos a los electricistas, plomeros, a los que juntan miel, a quienes crían conejos, o sea, aquellos que hoy en la Argentina no están en condiciones de pagar sus aportes. 

Además queda garantizada la prestación para los empleados de quienes se acojan a este régimen simplificado de los beneficios establecidos por las leyes 19.032 -PAMI-, 23.660 -obras sociales-, 24.241 -sistema integrado de jubilaciones y pensiones-, 24.714, que es la que rige las asignaciones familiares, y 24.013, que es la que establece determinadas protecciones para los trabajadores desempleados, es decir, la que fija el Fondo de Desempleo. 

En cuanto a la distribución de los fondos de este régimen integrado y simplificado, relativos a los impuestos a las ganancias y al valor agregado, se hará en un 70 por ciento para el sistema previsional, mientras que el restante 30 por ciento será coparticipado entre los estados provinciales, según la ley 23.548. 

Es de destacar que cuando hablamos de un 70 por ciento con destino al sistema previsional, debemos tener presente que una parte irá a cubrir las cajas que ya han sido transferidas por doce estados provinciales al Estado nacional. 

Consideramos que mediante este reparto no se avanza sobre los derechos de las provincias, sino que se trata de establecer un sistema especial que no sólo sustituye impuestos sino también aportes y contribuciones. Se distribuye la parte proporcional de los impuestos al valor agregado y a las ganancias, que son coparticipables, pero los aportes y las contribuciones no lo son; dicha recaudación originariamente estaba destinada sólo a la Nación. 

Nadie tiene certeza en realidad acerca de los números de la recaudación por tratarse de un hecho nuevo y experimental, y si bien parecieran cercenarse los derechos de las provincias -dado que la ley 23.548 asigna una mayor participación a estas últimas-, creemos que esto no es así, dado que nos encontramos frente a un sector que no está aportando y que pertenece a lo que se denomina economía informal. 

La Comisión Federal de Impuestos ha realizado un trabajo sobre este tema a partir de la base de datos de la Dirección General de Rentas de la Provincia de Buenos Aires, el cual, sobre una base de recaudación presunta de 600 millones, asignó un 50 por ciento al impuesto al valor agregado, un 20 por ciento al impuesto a las ganancias y el 30 por ciento restante a los aportes previsionales. 

Si consideramos que el 50 por ciento asignado al IVA equivale a 300 millones, las provincias recibirían el 45 por ciento de ese total, es decir, 135 millones, y la Nación recibiría 165 millones. De los 120 millones correspondientes al impuesto a las ganancias, les corresponderían a las provincias 33,6 millones, y 86,4 millones a la Nación. En definitiva, entre los dos impuestos las provincias se llevarían 168,6 millones -es decir, aproximadamente un 40 por ciento-, y la Nación se quedaría con 251,4 millones, que representan alrededor de un 60 por ciento. 

Pero cuando se incorporan los aportes previsionales, que corresponden en su totalidad a la Nación, los números se transforman. Así las provincias continúan recibiendo 168 millones, mientras que la Nación se queda con 431 millones. Es decir que, en promedio, les correspondería un 28 por ciento a las provincias, y un 72 por ciento a la Nación. Se trata, reitero, de un cálculo totalmente ideal dado que estamos hablando de una ley experimental e ignoramos cuál es el número final de la recaudación. 

Este proyecto, señor presidente, es perfectible y, al respecto debe coincidir el resto de los señores senadores, tanto en su redacción -que contiene errores, uno de los cuales fue salvado mediante el orden del día 20/98 de la Cámara de Diputados- como las diferencias conceptuales que tenemos algunos senadores, por ejemplo, la relativa al hecho de cobrar el 20 por ciento por cada socio en una sociedad de dos. En ese sentido la lógica indica que debería cobrarse el 20 por ciento por socio a partir del segundo socio, porque de hecho toda persona que adhiere al régimen en forma unipersonal, no tiene ningún recargo. 

Estos temas han originado discusiones en el seno de la Comisión y con el resto de los señores senadores e inclusive en el seno de nuestro bloque. Así había quienes querían introducir algunas modificaciones y devolver el proyecto a Diputados, y quienes queríamos sancionar el proyecto, ponerlo en marcha y verlo caminar para poder analizarlo y verificar su cumplimiento y luego efectuar las correcciones que fueran necesarias. 

-Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente del H. Senado, senador Antonio Cafiero. 

Sr. VERNA.- Seguramente habrá muchas expectativas que deberán quedar para el futuro. En ese sentido creo que las PYMES esperaban una mayor audacia por parte de los legisladores a fin de que el monto de facturación bruta establecido fuera mayor. Pero en definitiva, la decisión sobre esta cuestión la tomó la gente; y en ella influyó el pedido de los productores agropecuarios que quieren tener una jubilación cuando lleguen a viejos, el pedido de los empresarios de pequeños talleres, que quieren tener obra social para sus empleados y el de los plomeros y electricistas, que quieren poder entrar en un banco para solicitar un crédito. 

La decisión de votar a favor de esta iniciativa se adoptó pensando en aquellos que desean pagar sus impuestos, es decir, los que no quieren figurar como desaparecidos ante la Dirección General Impositiva pero que entre pagar y dar de comer a su familia tuvieron que optar por esto último. Nosotros creemos que con la presente iniciativa estos argentinos van a poder pagar y también comer. 

Así mismo, al momento de adoptar esta decisión, tuvimos en cuenta no sólo a aquellos que no pagan porque no pueden hacerlo, sino también a todos los otros que, aun estando en condiciones hacerlo, no saben de qué manera llevarlo a cabo, ya que el sistema tributario los obliga a asesoramientos caros, a fin de entender un esquema que no fue hecho pensando en ellos. 

Por lo expuesto, en nombre de todos los productores que por razones externas a ellos son indocumentados en materia económica y que están en la clandestinidad impositiva, no por su propia voluntad sino por lo engorroso de las normas y lo burocrático del sistema vigente, que hoy esperamos comenzar a simplificar, es que desde nuestra bancada hemos decidido votar sin modificaciones el presente proyecto de ley en revisión. (Aplausos.) 

Sr. PRESIDENTE (Cafiero).- Tiene la palabra el señor senador por La Pampa. 

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: quiero señalar que el bloque de la Unión Cívica Radical aprobará en general este proyecto, aunque planteará algunas disidencias parciales, tal como lo anticiparon algunos miembros de mi bancada en las presentaciones que oportunamente realizaron. 

A pesar de que entendemos que esta iniciativa afecta la redistribución fijada por la ley 23.548, en la medida en que no se siguen las pautas por ella establecidas, ya que el 70 por ciento de lo recaudado se destinará al régimen previsional, es decir, a la Nación, y sólo el 30 por ciento a las provincias, nosotros votaremos afirmativamente el artículo que requiere una mayoría especial, porque si bien como muy bien dijo el señor miembro informante, el proyecto es mejorable, deseamos que esta norma pueda ponerse en marcha. 

Se nos ocurre que si se hubiese seguido una correcta técnica jurídica, la iniciativa debería haber tenido origen en este Senado, ya que afecta a impuestos coparticipables. Y esto queda de manifiesto por el hecho de requerirse una mayoría especial al momento de fijar la distribución de los impuestos. 

Nosotros somos conscientes de que esta distribución del 70 y el 30 por ciento obedece a una mejora que se introdujo en la Cámara de Diputados, ya que el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo destinaba el ciento por ciento de lo recaudado por el denominado monotributo al sistema previsional, es decir, a la Nación. 

De todas maneras, estamos convencidos de que las pérdidas que pueden sufrir las provincias son muy relativas, porque aquí no se trata de redistribuir lo que ya existe sino de repartir impuestos inexistentes, dado que la inmensa mayoría de los beneficiados por el monotributo son personas que hoy están al margen del sistema legal, es decir que no están en blanco. 

El fundamento de este proyecto enviado por el Poder Ejecutivo -tal como fue reconocido en la Cámara de Diputados- es una iniciativa presentada en su momento por los diputados Vicchi y Fayad, quienes estuvieron coordinados por el doctor Raúl Baglini; todos ellos pertenecientes a la Unión Cívica Radical. 

La iniciativa que en aquel momento empujaba la creación de este monotributo era un poco más amplia que la finalmente sancionada por la Cámara de Diputados, ya que el monto de los ingresos brutos estaba estimado en 240.000 pesos y no en 144.000 pesos, como finalmente fue aprobado. 

De todas maneras, entendemos que todo esto fue producto de un consenso que se obtuvo luego de largas discusiones y nos hacemos cargo del esfuerzo conciliador que efectuaron todos los bloques, a fin de arribar a una sanción positiva. 

Estamos convencidos de que hubo exclusiones, y aunque algunos casos fueron incorporados al dictamen en mayoría, como es el de los profesionales, entendemos que el monto de 36.000 pesos, que es el que les permite ingresar a este sistema, es muy limitativo. Esto parte de la idea de que en las actividades profesionales los ingresos brutos son prácticamente iguales que los ingresos netos, lo cual no es cierto. En efecto, hay actividades en las que los ingresos netos son mucho menores que los ingresos brutos, en razón de los costos que genera lograr esos ingresos a través de los gastos de la actividad profesional. 

Nosotros hemos planteado disidencias, por lo que vamos a proponer modificaciones. Obviamente, después de lo informado por el señor senador por La Pampa, en el sentido de que no se van a aceptar modificaciones a fin de que el proyecto sea aprobado definitivamente en esta sesión, sabemos que nuestras propuestas no van a tener eco. No obstante, queremos expresar con toda claridad lo que pensamos. Por ejemplo, entendemos que en el caso de los profesionales el monto de 36 mil pesos debería ser elevado a 60 mil, dado que con la suma de 36 mil pesos prácticamente ningún profesional podrá ingresar a este sistema. Cuando un profesional contrate con cualquier empresa que le requiera los recibos correspondientes al impuesto a las ganancias o el IVA y se encuentre con la limitación que generará este régimen, directamente recibirá como respuesta: "Si no se inscribe, buscaremos otro profesional que sí lo esté". Así, evidentemente se va a perjudicar a los pequeños profesionales. Insisto: quien los contrate va a requerir una facturación que les permita hacer los descuentos correspondientes en su totalidad. 

De esta forma, al excluir a los profesionales, no se soluciona la injusticia inicial del proyecto. Reitero que, por lo que hemos escuchado, en esta oportunidad no se aceptarán modificaciones, pero quizá en el futuro se pueda llegar a introducir una reforma que adecue el tema a la realidad y a lo que creemos que es un acto de justicia, es decir, que los pequeños profesionales estén incluidos en el sistema. 

Por otra parte, en cuanto a las sociedades de dos personas, el miembro informante acaba de señalar que existe una reducción que no alcanzamos a comprender. El incremento del 20 por ciento tendría que ser a partir de la incorporación del tercer socio, no del segundo, ya que el primero está exento. En este sentido, nos parece que también se ha cometido un error que quizás no se pueda corregir en esta sesión pero que planteamos como disidencia para que quede como antecedente a fin de ser tenido en cuenta en futuras reformas. 

En lo que se refiere a las exclusiones, queremos señalar que si bien es importante que en la Cámara de Diputados se hayan incorporado algunos tipos de sociedades -fundamentalmente las de personas-, no entendemos por qué se ha excluido a las S.R.L -sociedades de responsabilidad limitada-. Entendemos que esta exclusión no tiene ninguna justificación, salvo que se presuma que se podrían llegar a provocar fraudes impositivos. Es evidente que con el temor al fraude no podríamos legislar en materia impositiva. Somos conscientes de que la mejor ley impositiva siempre puede dejar alguna pequeña ventana abierta para que aquellos que no quieran cumplir puedan evadir. 

-Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente 2º del Honorable Senado, senador Carlos H. Almirón. 

Sr. BERHONGARAY.- Concretamente, dejamos constancia, en general, de los aspectos positivos del monotributo, como el ahorro de gastos en contadores, en asesoramiento y en otros ítems, que evidentemente los pequeños contribuyentes no pueden pagar. Actualmente, sin quererlo, el Estado de derecho los lleva a estar fuera del derecho. En este sentido, entonces, el proyecto que consideramos muestra un aspecto positivo, razón por la cual entendemos que debe ser aprobado. No obstante, hubiésemos querido incorporar algunas modificaciones. Otros señores senadores ya han señalado una pléyade de correcciones para ser consideradas en el tratamiento en particular. Las nuestras pueden simplificarse en tres, que voy a reiterar. Primero, entendemos que el régimen de profesionales es exiguo y limitativo, ya que prácticamente va a dejar a todos fuera del sistema. Segundo, no hay razones para que sean excluidas las sociedades de responsabilidad limitada. Y tercero, tampoco hay razones para excluir a las sociedades cuando incorporen a un tercer socio. 

Por lo demás, estamos convencidos de que desde una posición federal deberíamos rechazar la distribución del 70 y el 30 por ciento porque afecta el régimen de la ley 23.548 y, en cierto modo, perjudica a las provincias. 

Debemos tener en cuenta que no sólo en el monotributo está el tema de ganancias, el de IVA, sino también el de los aportes previsionales. 

En consideración a la exigencia de que los aportes previsionales también vayan a integrar la masa del monotributo, y teniendo en cuenta que la inmensa mayoría de los que se van a incorporar al sistema es gente que está fuera de él, pensamos que el perjuicio que reciben nuestras provincias será en cierto modo relativizado. 

Por eso, expresamos con estas pocas palabras nuestra aprobación en general y nuestras disidencias en particular sobre algunos aspectos que acabamos de señalar. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Tiene la palabra el señor senador por Corrientes, bloque autonomista. 

Sr. ROMERO FERIS.- Señor presidente: viene en revisión de la Honorable Cámara de Diputados este proyecto de ley, por el cual se somete a la consideración de este Senado una modificación al régimen tributario vigente, que consiste en la creación de un sistema especial para pequeños contribuyentes, que se ha denominado "monotributo". 

Adelanto mi voto positivo en general para este proyecto, pero he de señalar algunos aspectos que no comparto y por los cuales he suscripto en disidencia parcial el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda. 

Esta propuesta tiene como objetivo fundamental posibilitar el acceso al sistema legal de aquellas personas o sociedades que por el reducido monto de sus operaciones hoy se encuentran imposibilitadas de cumplir con la normativa vigente, por exceder sus obligaciones el margen disponible de sus ingresos. 

No es la primera vez que se intenta aprobar un proyecto de esta naturaleza; ya la ley 23.658 estableció un sistema que entonces se denominó "de IVA simplificado" y que tuvo que ser derogado a poco de su implementación. 

También durante la gestión del recientemente fallecido secretario de Ingresos Públicos, doctor Carlos Tacchi, se diseñó un sistema que permitiría a todos los contribuyentes una determinación fácil de sus obligaciones. De más está decir que lamentablemente dicha simplicidad fue comprendida por muy pocos, lo que motivó que se debiera desechar la continuidad de su utilización. 

Si examinamos cuáles son las normas legales que un comerciante, un productor o un profesional deben conocer en materia tributaria y previsional y cuáles son los requisitos que deben posteriormente llenar para dar cabal cumplimiento a dichas exigencias legales, comprendemos, aunque no lo justifiquemos, las razones del comportamiento de quienes se marginan del sistema para revistar en una condición de evasor forzoso. 

Es decir, el pequeño empresario se ve enfrentado a cargas tributarias y previsionales que por una parte exceden notoriamente su capacidad económica, por lo cual carece de opción ante ellas, no puede pagar y no paga, y muy difícilmente sea alcanzado por el contralor público. Pero, por otro lado, cuando a su tiempo sus negocios crecen, favorecidos por la ventaja de no pagar impuestos ni contribuciones sobre salarios, y parecieran hallarse en situación de poder afrontar dichas exigencias, ese empresario se encuentra frente a la complejidad de las normas a que nos hemos referido. 

Es entonces que debería afrontar el desembolso de altos costos administrativos constituidos por el asesoramiento profesional, el empleo de dos o más personas para el cumplimiento de registros, declaraciones y demás requisitos. Podría satisfacer todos esto, pero vuelve a quedar en el marco de la economía informal, dejando dentro del marco del denominado trabajo "en negro" a su personal. 

Es decir, de un modo u otro el pequeño productor, comerciante o fabricante, que constituye el núcleo esencial de las pequeñas y medianas empresas, queda excluido del régimen legal tributario y previsional, más allá de sus propios deseos y necesidades. 

Esta situación se vuelve profundamente negativa contra este sector, por cuanto, al carecer de las respectivas constancias de los organismos de control, le ha quedado vedado el acceso al crédito bancario y, de tal modo, retaceadas sus posibilidades de desarrollo. A su vez, esos empresarios deben afrontar en forma personal los costos derivados de la relación laboral en materia de prestaciones sociales a sus trabajadores. 

Por estas razones, pero fundamentalmente por el régimen optativo que propicia este proyecto de ley, es que le hemos dado nuestro apoyo en general. 

A un determinado número de futuros pequeños contribuyentes puede convenirles este régimen, y así lo han hecho saber las entidades que los congregan. Se trata de una facilidad especial que algunos pueden elegir. 

Este mismo hecho, el que solamente algunos puedan ser los beneficiarios y con sujeción a estrictos parámetros, tales como monto del ingreso anual, superficie afectada a la actividad, energía eléctrica consumida anualmente y precio unitario de los bienes que se comercializan (son los elementos definitorios de la categoría de "pequeño contribuyente"), es lo que motiva mi mayor objeción. 

De idéntica manera se acotan los profesionales y los productores agropecuarios que pueden ejercer la opción para ser considerados dentro de este régimen simplificado. 

Del modo antedicho, dentro de las ocho categorías que se establecen sin exceder los topes máximos que se fijan, se configura la situación de pequeño contribuyente. Si los supera, aunque sea mínimamente, su carga impositiva se multiplica drásticamente, sin que exista un espacio de transición. 

Por esta razón, creo que la idea que ha sustentado esta reforma se queda "a media agua" y va a generar una doble actitud negativa. Primero, la de inscribirse en una categoría inferior a la que corresponde, partiendo fundamentalmente de la presunción de que la categorización elegida difícilmente pueda ser revisada por la autoridad de contralor. Observemos que se formulan estimaciones de incorporar entre trescientos mil y quinientos mil contribuyentes a ese sistema. 

El último informe sobre inspecciones y clausuras en todo el territorio del país, que publicó la Administración Federal de Ingresos Públicos, señala que ascendieron a 30.865 y 12.809, respectivamente, sobre un universo de 4 millones de contribuyentes potenciales. 

La segunda actitud negativa se producirá respecto de aquellas empresas que superan algunos de los límites fijados y que, por tanto, quedan comprendidas en el régimen general. En ese caso, la actitud probable será presentarse como comprendido en una suerte de blanqueo parcial. 

Esta imprevisión respecto de un gran espacio de transición entre el régimen general y éste que se proyecta, constituye -a mi entender- uno de los puntos débiles de este proyecto. 

Otra restricción que nos resulta poco comprensible es la limitación que el texto en su artículo 30 establece en cuanto a quienes efectúan compras, locaciones o prestaciones con sujetos acogidos al régimen simplificado. Solamente podrán deducir hasta el 1 por ciento de sus compras con un mismo proveedor y hasta el 5 por ciento respecto del total de sujetos comprendidos en el régimen simplificado. 

A mi criterio, señor presidente, esta disposición será sumamente negativa para los que podemos denominar "microempresarios", puesto que el límite establecido llevará a los contribuyentes a retacear sus operaciones, conspirando contra la propia actividad que se trata de estimular. 

Para finalizar, señor presidente, destaco que añadimos a nuestras objeciones el hecho de que si bien este proyecto de ley tiene como objetivo la creación de una nueva categoría de contribuyentes en el marco de un régimen que se define como simplificado, ese propósito no surge de su articulado. 

Formulo esta afirmación porque en el texto propuesto se hace referencia permanente a números de artículos o a letras de incisos de múltiples leyes, circunstancia que exigirá indefectiblemente el concurso de un profesional a los fines del respectivo asesoramiento. En consecuencia, volvemos al punto de partida en el camino del problema que intentamos solucionar. 

No creo conducente generar ahora una discusión sobre aspectos puntuales de los 59 artículos, más el de forma, que componen este proyecto de ley. Por ello, voy a asentar solamente una observación final: mi oposición a delegar en el Poder Ejecutivo Nacional la facultad de modificar, como lo establece el artículo 54 de esta iniciativa, los montos que en materia de contribuciones para la seguridad social se indican en el Título V. De aceptarlo, se estaría violando el principio de legalidad tributaria, a la que nos referimos en varios debates, con esta inveterada y repetida costumbre de otorgar facultades indebidas al Poder Ejecutivo. 

Además, esta facultad fue utilizada en muchas oportunidades para aumentar las contribuciones. Así ha ocurrido reiteradamente con los autónomos, quienes desde la implementación de la convertibilidad y pese a la prohibición de actualizar valores dispuesta por la ley 23.928, han visto crecer su obligación mensual en un 65 por ciento. 

Insisto en que esta facultad puede llevar a muchos a desconfiar sobre las bondades de la propuesta y, por ello, a mantenerse al margen del sistema. 

De esta manera, señor presidente, dejo expuestas las razones que fundamentan mi voto afirmativo en general a este proyecto de ley y los motivos por los cuales suscribí en disidencia parcial el dictamen de la comisión. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Tiene la palabra el señor senador por Salta del Partido Renovador. 

Sr. ULLOA.- Señor presidente: estamos considerando un proyecto de ley muy importante. 

Esta iniciativa es reclamada por los pequeños empresarios e, incluso, por empresas individuales, que veces afrontan como uno de los insumos más importantes la actividad de un profesional contable imprescindible para llevar su contabilidad y para formalizar las presentaciones a nivel impositivo. 

Esta iniciativa también es reclamada por la D.G.I., organismo al que controlar e inspeccionar a las empresas les resulta más costoso que la posible mejora en la recaudación. 

Entonces, estamos ante una solución necesaria; una solución de compromiso; una solución difícil de insertar en un sistema tributario integral porque, lógicamente, las inserciones conspiran contra el desarrollo general de la recaudación. 

Yo diría que estamos ante un nuevo intento. Hace varios años se hizo un intento con la aplicación del I.V.A. simplificado, pero se abandonó, supongo, por haber fracasado. Ahora lo hacemos nuevamente con esta propuesta, a la que, adelanto, brindaré mi total apoyo. 

Podría decir que se trata de un intento casi experimental, ya que se delega en el Poder Ejecutivo la posibilidad de aplicar una serie de medidas tendientes a adecuar el sistema sobre la marcha. Esto, lógicamente, hace que se abriguen algunas reservas sobre este tema. Creo que las PYMES y el fisco lo necesitan. Me lleva a aprobar esta iniciativa el hecho de que sea opcional. 

Muchas veces, las empresas se verán perjudicadas. Por ejemplo, si una compañía está obligada a vender sin discriminar el IVA, va a perder clientes. Porque si, por ejemplo, tengo que comprar un insumo y no pueden discriminarme el IVA, no me conviene, y entoces buscaré otra que sí lo haga. 

También es una tentación para la evasión. Porque esto vendría a ser un sistema de patentes, se paga en virtud de lo que se hace -como si se sacara un permiso o una patente- y no en virtud de la actividad económica. Más aún, si por cualquier circunstancia un contribuyente no tiene actividad, paga igual. 

Estas situaciones hacen que exprese mi reserva sobre el proyecto que estamos considerando. Pero insisto en que, dado que es opcional, cada empresa decidirá si le conviene o no. 

También debemos considerar los niveles de cada compañía, ya que puede suceder que una de segundo nivel obtenga mayores ganancias que otra más importante. Esto depende de la suerte de cada una; si alguna se siente perjudicada, volverá al sistema. 

Es importante que quede constancia en este debate -sin necesidad de modificar el texto- de que los impuestos que se sustituyen quedan definitivamente sustituidos. Es decir, si alguien deja de pagar el impuesto, que no se caiga el sistema, es decir, que no le hagan un reclamo por todo el sistema anterior. Debe reclamársele por el nuevo procedimiento que se adoptó. Repito que es importante dejar esto aclarado. 

He preparado un texto más ordenado en el que fundamento la aprobación de esta iniciativa. En honor a la brevedad, solicito autorización a la Presidencia para su inserción en el Diario de Sesiones. 

Repito que se trata de un buen intento respecto de un tema difícil que las pequeñas y medianas empresas reclaman y que el órgano de recaudación necesita. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Tiene la palabra el señor senador por Corrientes. 

Sr. AGUIRRE LANARI.- Señor presidente: también he realizado por escrito algunas reflexiones, que voy a solicitar se incorporen al Diario de Sesiones. 

Voy a limitarme a explicar breve y sencillamente mi votación afirmativa. 

Los oradores preopinantes han explicado con gran eficacia el proyecto en consideración, tanto respecto de los aspectos positivos cuanto de los puntos que pueden ocasionar alguna inquietud o, en cierta manera, una injusticia no querida. Pienso que en manera alguna esto implicará un retroceso respecto del espíritu general de la iniciativa legislativa que estamos contemplando. 

Voy a apoyar este proyecto porque, sin duda alguna, significa un acto de equidad fiscal y de conveniencia fiscal. ¿Por qué digo esto? Porque en las exposiciones precedentes -especialmente, en la del miembro informante por la mayoría- ha quedado muy en claro que debemos afrontar con realismo una situación respecto de la cual nadie duda. 

Nos encontramos con una enorme masa de contribuyentes que no eran tales. Y no lo eran no porque hubiera mala fe o se desoyera la obligación tributaria que impone el Estado sino porque, prácticamente, estaban imposibilitados de cumplir de la manera que correspondía. Eso se debía, por un lado, a su falta de preparación y, sobre todo, a que, independientemente de ello, no disponían de los recursos necesarios para pagar el asesoramiento -siempre costoso- que les permitiera pasar por encima de una verdadera maraña de normas tan difíciles que ni siquiera aquellos con una instrucción superior o los propios profesionales en la materia estaban en condiciones de afrontar airosamente. 

Pues bien, había trámites de enorme dificultad de comprensión. En cambio, con el sistema que se propone no habrá mayores dificultades para cumplir eficaz y lealmente las obligaciones tributarias. 

A riesgo de que reciba alguna chanza, como ocurrió con gran sentido humorístico en una ocasión anterior en la que me referí a una circunstancia que provenía del derecho romano, quiero señalar que recién escuché las ventajas que surgirán de la simplificación en la comprensión de los textos legales, y me vino a la memoria el derecho quiritario. Este era el derecho que solamente interpretaban y conocían los nobles, mientras que la plebe estaba imposibilitada de comprenderlo. Finalmente, se llegó a lo que se denominó "La ley de las Doce Tablas". Creo que este instituto legal, que seguramente hoy se va a sancionar y que tiene como destinatario a un conjunto muy denso de contribuyentes, es también una especie de "Ley de las Doce Tablas". Con esta norma, habrá mucha gente que tendrá la tranquilidad de saber que, pagando una módica cuota, no estará al margen de la ley. Ello provocará no sólo el beneficio de esa gente, sino también el del propio Estado en su carácter de ente recaudador. 

Si bien es cierto que con la aplicación de esta norma en algunos casos se tributará menos de lo que podría llegar a tributarse con un régimen general como el que existe hasta el momento, lo real es que habrá una cantidad muy grande de gente que no tributaba y que no iba a tributar que ahora va a tratar de "blanquearse" en su posición frente al Estado. 

Es decir, no sólo vamos a cumplir con mucha gente que quiere ingresar legalmente en una relación tributaria con el Estado, sino que este régimen le aportará al Estado un flujo sumamente importante de fondos. 

Por ello, coincido con lo que ha expresado hace algunos instantes el señor senador Berhongaray, quien hablaba de los escrúpulos y reticencias que podríamos tener los representantes de las provincias en lo que respecta a los valores de 70 y 30 por ciento que establece el proyecto. Creo que bien vale la pena seguir con este tema, cuando se va a reforzar una caja tan débil como la del sistema previsional. 

Por estas razones, aceptando las inquietudes planteadas por los señores senadores por Salta y por Corrientes sobre los profesionales y los microemprendimientos, considero que en general se va a consagrar un sistema justo y, al mismo tiempo, beneficioso para las arcas fiscales. 

Por lo expuesto, dejo sentado mi apoyo al proyecto en tratamiento. De esta manera, estaremos cumpliendo con un vasto sector de ciudadanos, que a partir de la puesta en vigencia de este régimen pasarán a ser leales contribuyentes. 

Por último, reitero que he pedido la incorporación en el Diario de Sesiones de algunas reflexiones que he formulado por escrito. 

Sr. PRESIDENTE (Almirón).- Tiene la palabra el señor senador por Córdoba. 

Sr. DE LA SOTA.- En principio, adelanto mi voto favorable en general a este proyecto de ley denominado de "monotributo" que está en tratamiento. 

Asimismo, quiero adelantar que cuando llegue el tratamiento en particular voy a plantear algunas disidencias, razón por la cual he elaborado un dictamen con las modificaciones que considero importante introducir en el proyeto en consideración. 

Las he planteado porque estoy convencido de que no es conveniente apresurar la aprobación de un proyecto en revisión que contiene errores que, a mi juicio, son subsanables. Además, aprovecho la oportunidad para remarcar una vez más la necesidad de jerarquizar nuestro papel de Cámara revisora y la responsabilidad que como senadores de la Nación nos cabe en la detección y corrección de errores u omisiones en las sanciones de la Cámara de Diputados a fin de que el país cuente con las mejores leyes posibles. 

Señor presidente: en general, este proyecto va en la dirección correcta y procura dar solución a la recurrente dificultad que tienen los organismos de recaudación para ejercer el control fiscal sobre la base de los pequeños contribuyentes. 

Indudablemente, este proyecto sobre monotributo constituye una herramienta para el cumplimiento de este fin. Pero debo decir, como lo he sostenido muchas veces en esta Cámara, que no son los pequeños contribuyentes los mayores evasores del país. 

Si creemos que se va a mejorar la recaudación buscando en ese sector, nos equivocamos. Sin embargo, tampoco debemos descuidarlo y éste sería el principal mérito del proyecto. Es decir, intentar mejorar el nivel de recaudación en ese ámbito. 

Más allá de que votaré afirmativamente en general el proyecto en consideración, me parece que no podemos quedarnos únicamente con esta iniciativa. 

Señor presidente: desde hace mucho tiempo sostengo, junto con el resto de los señores senadores que integran la bancada justicialista, la necesidad de impulsar una reforma integral que, teniendo como objetivo una mejor performance fiscal, abarque aspectos vinculados con la transparencia y la equidad tributaria. 

En el sistema democrático, el impuesto es la única manera lícita de redistribuir la renta nacional. En este sentido, creo que como argentinos de fin de siglo no estamos cumpliendo con el mandato de construir un país moderno en materia fiscal. Tener un país moderno significa afianzar el criterio de que quien más tiene, más pague. Hoy esto no ocurre en la estructura fiscal del país que, desde mi humilde punto de vista, sigue siendo una estructura que afecta fundamentalmente el trabajo y el consumo, permitiendo por acción u omisión la existencia de los grandes evasores. 

Hace más de un año presentamos en esta Cámara un proyecto que llamamos de estado cristalino y que apunta a dar mayor transparencia en la información de los actos públicos que tengan que ver con la evolución de la situación económica del país. 

Dicho proyecto está a punto de ser despachado favorablemente por la comisión a la que fue girado y constituye un requisito que nos exigen los inversores y los organismos internacionales a fin de tener un adecuado control presupuestario de la inversión y el gasto público. Esto apunta a la transparencia. Pero en lo atinente a la mayor equidad social y territorial del impuesto, también hemos tratado de paliar las inmensas desigualdades regionales que vive el país y las dramáticas inequidades entre los más ricos y los más pobres. 

Lo hemos dicho más de una vez: el 25 por ciento más pobre de la sociedad argentina tributa casi el 30 por ciento del total de lo recaudado y el 25 por ciento más rico no alcanza a tributar el 25 por ciento de ese total. Entonces, he aquí la reforma que aún está pendiente. 

Por no ser esta Cámara la que tiene iniciativa en este rubro, quiero exhortar a los diputados y al equipo económico a que nos animemos a realizar la reforma estructural que está pendiente. 

En ese sentido, hemos planteado la necesidad de abandonar un impuesto que la realidad nos dice que ha dejado de ser eficaz. Me refiero al IVA. Una alícuota del IVA del 21 por ciento es inmoral y atenta contra la economía de mercado que estamos construyendo con tanto esfuerzo todos los argentinos. 

Necesitamos reemplazarlo por un impuesto a las ventas en su última etapa, que nos permita garantizar fácil recaudación y mejor control, como lo hemos sostenido desde nuestro bloque de senadores. 

Complementariamente es necesario ordenar las cuentas públicas, ajustarlas. Pero se requieren modificaciones relativas a la sustitución del impuesto sobre el patrimonio neto, en el impuesto a las ganancias, en los impuestos internos y en los impuestos que cobran las provincias. Es decir que está pendiente la gran reforma tributaria que el país reclama y que debe complementarse con un proyecto que nuestro bloque ha hecho suyo y ha venido sosteniendo durante este tiempo, al que denominamos de convertibilidad fiscal, que hoy está a punto de recibir dictamen favorable por parte de la Comisión de Presupuesto y Hacienda de esta Cámara. Este proyecto pone límites a los incrementos desmedidos del gasto, del endeudamiento, del pago de intereses. Todas estas variables que fueron perdiendo proporción no hicieron más que justificar recurrentes y fuertes "impuestazos" que afectan las decisiones de eventuales inversores y que golpearon con fuerza a la población de menores recursos de nuestro país. 

Quiero señalar mis discrepancias particulares con el proyecto de la llamada ley de monotributo. Sea cual fuere la discusión que podamos realizar respecto de los temas de fondo que he planteado, existen consideraciones de orden práctico que estimo se deben tener en cuenta para que la citada ley cumpla con la finalidad deseada. Se trata de las modificaciones que he propuesto en mi disidencia y que trataré de sintetizar brevemente, señor presidente. 

En primer lugar, en lo que se refiere al impuesto al valor agregado, en el artículo 2° del anexo, al eliminarse el inciso f) se coarta la posibilidad de que aquellos pequeños contribuyentes, personas físicas, que realicen locaciones de obra queden en un plano de igualdad con los que realizan ventas de cosas muebles y los que realizan prestaciones de servicios. Si se incorpora entonces el inciso f) podrán, como lo hacían hasta el presente, optar por encuadrarse como responsables inscriptos en IVA, como responsables no inscriptos en IVA o como contribuyentes de monotributo. 

Veamos lo que se refiere al régimen simplificado para pequeños contribuyentes, monotributo propiamente dicho. A los fines de la categorización y, por ende, de la fijación de la cuota mensual, se tienen en cuenta diversos parámetros en el artículo 7° del anexo: ingresos brutos que obtuvo la empresa, superficie afectada a la actividad en metros cuadrados, energía eléctrica consumida anualmente, precio unitario del bien comercializado. 

Considerar el precio unitario como un parámetro para determinar el tamaño del contribuyente y su capacidad contributiva y, por consiguiente, la categoría en la que debe tributar el impuesto mínimo mensual, lo estimo desacertado. 

Tener un precio unitario del bien comercializado muy alto lleva al contribuyente a categorías superiores a la que le correspondería por sus ingresos brutos, superficie o consumo de energía. Porque ese precio no resulta siempre indicativo de un importante volumen de negocios ni de la capacidad contributiva de esa persona. 

-Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente de la Nación, 

doctor Carlos F. Ruckauf. 

Sr. DE LA SOTA.- Por ejemplo -dicen que un ejemplo suele aclararlo todo; esperemos lograrlo-, un carpintero que trabaja sin empleados fabrica un portón a medida, que le insume diez días de trabajo y por el que suponemos cobra 800 pesos. Este carpintero podría llegar a fabricar como máximo tres portones por mes, lo que ubicaría sus ingresos brutos totales en la suma de 2.400 pesos, es decir, tres portones de ochocientos pesos. Según sus ingresos brutos debería categorizarse en el tramo "II" de una escala que va de "0" a "VII", contemplando ocho tramos, pagando un monotributo mensual de 75 pesos. Sin embargo, el precio máximo unitario del bien, 800 pesos, supera el tope máximo del nivel "VII", 870. En consecuencia, este contribuyente queda obligado a ingresar en la categoría "VII", pagando un monotributo mensual de 464 pesos, es decir, un 518 por ciento más de lo que le correspondería pagar. 

Por lo tanto, en mi disidencia, he propuesto eliminar el precio unitario como parámetro para la categorización. 

Segundo, para la categorización en el caso de un contribuyente que recién inicia sus actividades -artículos 10 y 11 del anexo-, se toma un determinado período de actividad en el cual se consideran los parámetros producidos hasta allí. Pero en lugar de considerar los ingresos brutos acumulados y la energía eléctrica consumida en tal período, se escoge el mes de mayor facturación y el mes de mayor consumo de energía y estos sirven como base para anualizar los parámetros. La consecuencia es muy clara: el pequeño contribuyente va a quedar encuadrado en una categoría superior a la real, con el agravante de que si estamos en presencia de actividades estacionales -heladerías, turismo, etcétera- la distorsión es aún mayor. 

Por eso propongo que en vez de anualizar los mayores consumos de energía y mayores ingresos, se tome lo consumido en energía y los ingresos efectivamente realizados, tal como se viene aplicando desde hace años en el IVA. Este criterio no es caprichoso, ya que se encuentra avalado por el último párrafo del citado artículo 11 que para similares situaciones plantea distintas formas de anualizar. 

Tercero. Régimen sancionatorio - Discriminación en contra del pequeño contribuyente. 

A) Artículo 22, inciso a): clausura preventiva ya existente en la ley 11.683, de procedimiento tributario, artículo 41, inciso f). Contribuyentes en general: debe existir la concurrencia de un grave perjuicio para que se dé uno de los tipos previstos. Para el pequeño contribuyente del monotributo se elimina la existencia de grave perjuicio para el mismo tipo infraccional previsto en el artículo mencionado. Esto quiere decir que por una infracción meramente formal, al pequeño contribuyente se lo puede clausurar automáticamente sin el requisito previo de la existencia del grave perjuicio. Esta garantía sigue subsistiendo aún para el más poderoso de los contribuyentes. Esto indudablemente viola el principio de igualdad ante la ley. 

B) Artículo 22, inciso b), apartado II. Será causal de clausura de tres a diez días y multa de $300 a $30.000 la no exhibición en lugar visible por parte del contribuyente del monotributo de la constancia de pago del último mes del impuesto. 

Puede ocurrir que el local del contribuyente sea clausurado por no exhibir la constancia de pago debido a que no lo haya hecho en término porque, por ejemplo, no tenía dinero para hacerlo o porque un mes se haya olvidado de exhibir el último comprobante, aún teniéndolo pago. 

C) Artículo 22, inciso e). No resulta de aplicación para el pequeño contribuyente el régimen de reducción de sanciones del artículo 52 de la ley de procedimiento tributario para el caso de infracciones materiales: multas por omisión y/o defraudación. Este régimen de reducción de sanciones, sigue siendo de aplicación para los grandes contribuyentes, por importantes que sean y para el contribuyente que adhiera al monotributo. Es otra inequidad para el pequeño contribuyente que -considero- merece salvaguardarse en la ley. 

Cuarto. Prescripción de los períodos anteriores al sometido a fiscalización. 

Disculpen que aborde este tema técnico tan puntualmente, pero creo que hace a la equidad que nosotros debemos sancionar en este proyecto de ley que vuelvo a remarcar, está en el camino correcto. Sólo pienso que en la Cámara de Diputados ha adolecido de algunos defectos que nosotros podemos subsanar como cámara revisora. 

En los artículos 24, 25 y 26 se intenta reproducir el régimen de bloqueo fiscal ya existente en el capítulo 13 de la ley de procedimiento fiscal. Actualmente, cuando la DGI hace una inspección, no puede remitirse a períodos fiscales anteriores al fiscalizado, salvo que impugne el mismo. Esto se conoce como tapón fiscal. No obstante, el artículo 68, último párrafo de la ley 11.683, establece que mientras no se proceda a impugnar el período base por estar sujeto aún a discusión administrativa o judicial, se suspende el curso de la prescripción de todos los períodos anteriores. Porque si no el inspeccionado puede objetar y, mientras tanto, van precluyendo los períodos anteriores, llevando adelante una larga discusión administrativa o judicial de lo que estima es su derecho real o no. 

Este recaudo no fue tenido en cuenta para el caso del monotributo. En consecuencia, un contribuyente que de mala fe prolongue una fiscalización y luego también prolongue toda la sustanciación del proceso en sede administrativa y/o judicial, estará logrando que los períodos fiscales anteriores al que se encuentra sujeto a discusión vayan prescribiendo y, por lo tanto, el Estado vaya perdiendo la posibilidad de efectivizar esas deudas anteriores. 

5) Modificación del impuesto a las ganancias. En el artículo 30 se pone un tope a los gastos deducibles de las empresas cuando éstos surjan de compras efectuadas a responsables del monotributo. 

Consecuencias: primero, la empresa compradora al no poder deducir las compras y/o gastos realizados a contribuyentes del monotributo, verán incrementado desmedidamente el impuesto a las ganancias que deben tributar. Segundo, para el contribuyente del monotributo la situación planteada en el caso anterior induce a los empresarios a no comprarles o a no contratar con ellos, disminuyendo de esta forma las posibilidades de trabajo, que precisamente estamos tratando de incrementar con la legislación que vamos a sancionar hoy para los pequeños contribuyentes. 

Vuelvo al ejemplo anterior. Una sociedad de responsabilidad limitada que actualmente tiene un margen de utilidad del 20 por ciento y a partir de la vigencia del monotributo compra la mitad de sus insumos a contribuyentes de ese régimen simplificado, verá incrementado su impuesto a las ganancias a pagar en nada más y nada menos que un 228 por ciento en relación a otra empresa similar que no compre ninguno de sus insumos a contribuyentes del monotributo. 

Conclusión: he tratado de sintetizar en cinco las objeciones más importantes a la sanción de la Cámara de Diputados en tratamiento. Mi dictamen en disidencia parcial incluye, no obstante, veintiocho modificaciones a dieciocho artículos. 

Creo que lo correcto sería aprobar este proyecto de ley, formulando las modificaciones que lo mejoren, las cuales seguramente serán aceptadas con prontitud por los señores diputados. Sólo entonces estaremos tranquilos de haber legislado con total responsabilidad desde mi punto de vista. 

A los efectos de no entorpecer el tratamiento de cada uno de los dieciocho artículos en los que propongo modificaciones, solicito que mis objeciones en particular sean incorporadas al Diario de Sesiones tal como figuran en mi disidencia parcial, haciendo una sola observación. Respondiendo una vez más a la disciplina de mi bloque, y en este caso al pedido efectuado por el señor presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, solicito que se considere mi voto positivo para el artículo 59 del presente proyecto de ley, respecto del cual también he formulado disidencia, la cual dejo sin efecto. 

Sr. PRESIDENTE.- Por Secretaría se toma nota de la modificación a su dictamen en disidencia. 

Tiene la palabra el señor senador por San Juan. 

Sr. AVELÍN.- Señor presidente: en nombre del señor senador Bravo, del Partido Bloquista, y en el mío vamos a votar por la aprobación de este proyecto porque creemos que es una iniciativa de avanzada y de proyección equitativa para el contribuyente. Para el hombre de trabajo y para todos los sectores que elaboran la grandeza del país este tipo de proyecto es útil y será perfectible con el tiempo y en la medida que se vaya aplicando. 

Por estas razones, apoyamos el proyecto en consideración. 

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Salta. 

Sr. CANTARERO.- Señor presidente: adelanto mi voto favorable en general y en particular para este proyecto en consideración y expreso mi acuerdo con el discurso del señor presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, quien hizo una buena exposición. Sostuvo que la ley era perfectible. Por ello expongo algunas consideraciones. 

Es un proyecto de ley unificante en el pago de los aportes previsionales, impuesto a las ganancias e impuesto al valor agregado, destinado a las personas físicas que ejercen oficios, son titulares de empresas o explotaciones unipersonales, como así también a los sujetos que participen en sociedades civiles, sociedades de hecho, sociedades irregulares o sociedades comerciales tipificadas en el Capítulo II, Secciones 1, 2 y 3 de la ley de sociedades, siempre que no tengan ingresos superiores a 144 mil pesos anuales y, en el caso de los profesionales con título universitario, quedarán comprendidos aquellos que tengan un ingreso anual inferior a los 36 mil pesos. 

Este tributo tendrá la ventaja, señor presidente, de ser optativo, de abonarse mensualmente en la forma y plazos en que lo disponga la Administración Federal de Ingresos Públicos, y con la libertad para los contribuyentes -inscriptos, por supuesto- de poder renunciar a este tributo y optar nuevamente por él pasado un plazo de tres años. 

Mediante esta iniciativa se procura lograr, señor presidente, un régimen equitativo y razonable, evitando una mayor presión tributaria sobre los pequeños contribuyentes. Por esto, por sus objetivos y por las ventajas ya señaladas anticipo mi voto afirmativo para este proyecto. 

El monotributo no tiene una fisonomía determinada; se desconoce su naturaleza por lo cual cabe preguntarse si estamos creando un nuevo impuesto o un sistema. No existe en el proyecto norma alguna que defina el aspecto material de este tributo, y tal omisión puede encontrar su explicación en que, en el monotributo, se fusionan tres impuestos que hoy se presentan como independientes: el impuesto a las ganancias -tributo directo-, el impuesto al valor agregado -tributo indirecto- y las contribuciones a la seguridad social. 

La clasificación de impuestos directos e indirectos receptada en la Constitución Nacional resulta de gran importancia porque es en base a ella que se distribuye el poder de imposición en los distintos niveles de gobierno de nuestro país, que ha adoptado la forma representativa, republicana y federal. 

En ese sentido, el artículo 75, inciso 2 de la Constitución Nacional establece que son atribuciones del Congreso imponer contribuciones indirectas como facultad concurrente con las provincias, e imponer contribuciones directas, excepcionalmente y por tiempo determinado, siempre que la defensa, seguridad común y el bien general del Estado lo exijan. 

Por otra parte, en virtud de la norma del artículo 121 de la Constitución Nacional, corresponde a las provincias imponer contribuciones de naturaleza directa. 

Más allá de las distintas opiniones sobre la naturaleza directa o indirecta de determinado impuesto, es unánime nuestra doctrina y jurisprudencia en el sentido de considerar al impuesto a las ganancias como un tributo de carácter directo, y al impuesto al valor agregado como de carácter indirecto. Cabe preguntarse entonces cuál es la naturaleza del instituto jurídico que hoy estamos considerando: ¿directa o indirecta? Tal cuestionamiento no es de menor importancia porque significa plantearse cuál de los niveles de gobierno -el provincial o el nacional- será el receptor de la potestad tributaria para establecer el monotributo. 

Es necesario además analizar ciertas normas en particular que pueden dificultar en un futuro la interpretación y correcta aplicación del presente régimen. 

Observamos así que en el artículo 2° del anexo al proyecto no se define qué debemos entender por oficios, empresas o explotaciones unipersonales, siendo esta definición de vital importancia para su aplicación. 

Con el objeto de aportar un ejemplo, señor presidente, voy a citar el artículo 6° del anexo al proyecto, que comienza diciendo: "Los pequeños contribuyentes inscritos en el Régimen Simplificado (RS) deberán ingresar mensualmente, por las operaciones derivadas de su oficio, empresa o explotación unipersonal un impuesto integrado,..." Nos preguntamos entonces qué parámetros deberán tenerse en cuenta para decidir cuándo las operaciones corresponden o no al oficio, empresa o explotación unipersonal, si partimos de no tener una conceptualización precisa. 

De la simple lectura del artículo 3° del anexo, en el cual se define el contenido de ingreso bruto, se advierte que no se incluyó en él un aspecto de sustancial importancia como es el espacial, porque una renta es obtenida por un sujeto dentro de un ámbito territorial determinado, el cual no puede ser dejado de lado al momento de legislar el fenómeno. 

Por lo tanto, hubiera sido conveniente incluir en el artículo la denominada teoría de la fuente, en virtud de la cual serían alcanzados por el impuesto todos aquellos ingresos producidos en el territorio de la Nación argentina y, por ende, los que se produzcan en el extranjero no quedarían gravados. 

Tal como se redactó el artículo 3° del anexo al proyecto puede considerarse sujeto al pago del impuestso tanto lo que se produce a consecuencia de un trabajo efectuado por un consultor en nuestro país, como lo que podría obtener como disertante en alguna conferencia realizada en el exterior. Tal posibilidad interpretativa es consecuencia de la indefinición destacada en el artículo en mención. 

Es menester también detenerse en la redacción del artículo 5° del anexo, ya que su encabezamiento dice: "Los ingresos que deban efectuarse como consecuencia de la inscripción en el Régimen Simplificado (RS) sustituyen..." Sustituir da la idea de dejar subyacente la aplicación contingente de los impuestos a las ganancias, IVA y contribución a la seguridad social. 

Ante esto cabe plantearse qué pasará si el contribuyente no realiza los ingresos correspondientes. Es decir, ¿el impuesto a las ganancias y el IVA podrán ser cobrados a los incumplidores, o se deberá únicamente el monto correspondiente a la cuota del monotributo? 

De acuerdo con el sentido común, la respuesta surge casi inmediata: lo que se debe es el importe equivalente a la cuota del monotributo; pero la redacción del artículo podría dar lugar a otras posiciones encontradas. 

Por otra parte, el último párrafo del artículo 5° del anexo, por la sustitución dispuesta, establece que el pequeño contribuyente que se acoja al régimen del monotributo deberá soportar la alícuota de un 13,5 por ciento, cuando contrate con un sujeto inscripto en el IVA algunos de los servicios o prestaciones relacionadas a ciertos bienes, surgiendo de esta manera una colisión entre esta disposición y los objetivos del proyecto y estableciendo una medida totalmente perjudicial para la posición del pequeño contribuyente. 

Si recordamos el sistema normado para el impuesto al valor agregado, veremos que dicha ley establece que los contribuyentes no inscriptos, que contraten algunas de las operaciones más arriba indicadas con sujetos sí inscriptos, deberán soportar la alícuota del 27 por ciento, más la del 13,5 por ciento, en virtud de lo establecido en el artículo 30 de la ley del IVA. 

Con la modificación hecha por el presente proyecto, el pequeño contribuyente sustituye lo que debía ingresar como consecuencia de la aplicación de la alícuota del 27 por ciento, pero sigue firme la alícuota del 13,5 por ciento. 

También merecen mi crítica las categorías de los obligados al pago, establecidas en los artículos 7° y 37 del anexo, relativas a los pequeños contribuyentes agropecuarios, las cuales considero que son regresivas. Tal afirmación surge de comparar las categorías "I" y "VII" y así, sin mayores esfuerzos, entenderemos qué significa "regresiva" en un sistema tributario. 

La categoría "0", con un ingreso bruto de hasta 12.000 pesos debe ingresar un importe mensual de 33 pesos, es decir, el 27,5 por ciento; mientras que la categoría "VII", de hasta 144.000 pesos, debe hacerlo por un importe de 464 pesos, lo que representa el 32 por ciento. Por lo tanto, el de abajo aporta aproximadamente el 27 por ciento y el que más recibe, alrededor del 32 por ciento. 

Si a ello le sumamos que según el régimen del monotributo cada pequeño contribuyente debe ingresar como autónomo la cantidad de 33 pesos, esta suma influye en los porcentajes anteriormente citados, convirtiendo más gravosa la carga impositiva para las categorías más bajas en relación con las más altas. 

También considero que el artículo 17 está redactado en forma simplista e inspirado en un objetivo exclusivamente recaudatorio, lo que no es el fin de esta ley. En su inciso d) se debió haber establecido una presunción que admitiera prueba en contrario porque, si no, cualquier persona beneficiada por un acto de liberalidad -supóngase una donación que la destine a la compra de algún bien desproporcionado respecto de su situación patrimonial corriente- se verá en peligro de perder su participación en el régimen del monotributo. En cambio, con la inclusión de una presunción iuris tantum se posibilitaría una instancia de prueba para justificar el acto desproporcionado realizado por el contribuyente. 

Con respecto a lo dispuesto en el artículo 20 in fine debo decir que, en última instancia, el sistema irá en contra de los pequeños contribuyentes porque verán dificultada la colocación de su producción al no generar crédito fiscal sus operaciones respecto de sus adquirentes, locatarios o prestatarios, quienes darán preferencia a proveedores de productos cuya compra les otorgue el mencionado crédito. La única excepción sería que los pequeños contribuyentes pudiesen colocar sus productos en el mercado a precios tan bajos que asegurasen la conveniencia de adquirirlos por parte de sus clientes, en desmedro del crédito fiscal. 

El artículo 22 es también un fiel reflejo de la inspiración "profisco" del proyecto, ya que según el inciso a) procede la clausura preventiva prevista en el inciso f) del artículo 41 de la ley 11.683, texto ordenado de 1978, pero con ciertos agravantes para el pequeño contribuyente. En efecto, el período a considerar para determinar la reincidencia de la infracción contemplada en la referida norma será de dos años en lugar de uno y no se requerirá la concurrencia de la existencia de grave perjuicio prevista en ella, dejando al arbitrio de un funcionario de la AFIP la clausura del establecimiento por incumplimiento, aun en el caso de causar un grave daño, con la consiguiente lesión de una garantía constitucional -la inviolabilidad de la defensa en juicio-. 

Por su parte, el inciso b), apartado segundo, del mismo artículo establece las sanciones para quien no exhiba en lugar visible la plaqueta de su condición de pequeño contribuyente y demás exigencias. Sólo encuentro una palabra para calificar tal requerimiento: irrazonabilidad. Me pregunto dónde va a colocar la placa el pequeño productor agropecuario o forestal, el pintor, el albañil, etcétera. 

Los artículos 24 y 26 siguen la misma línea. En ellos se establece una especie de bloqueo fiscal. La AFIP sólo podrá fiscalizar los últimos doce meses calendario inmediatos anteriores a aquél en que la primera fiscalización se efectúe. Pero, a su vez, el último artículo citado representa la llave por la cual el Fisco podrá desarrollar su actividad fiscalizadora con respecto a otros períodos no prescriptos, ya que se establece la posibilidad de extender la fiscalización a los períodos no prescriptos si de la impugnación de los pagos efectuados resultare un saldo a su favor. 

Por último, señor presidente, dejo sentada mi posición contraria a la inclusión de los profesionales en el régimen simplificado por promover esta medida un "enanismo" fiscal. 

Considero que los profesionales tienen los medios intelectuales suficientes para encuadrarse en los montos de la segunda categoría y de esa manera reducir la evasión que tanto nos preocupamos por combatir. 

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por el Chaco de la Unión Cívica Radical. 

Sr. LEÓN.- Señor presidente: se ha discutido inteligentemente sobre un tema que tiene sus aspectos importantes. Por mi parte, hablaré brevemente a los efectos de que quede reflejada mi posición respecto del dictamen en consideración, que lleva mi firma. 

No se trata de un proyecto por el que se crean nuevos impuestos. Lo que se hace es modificar el universo impositivo. 

La sola evolución de los índices de precios al consumidor nivel general, según el INDEC, entre los años 1990 y 1997 deja expuesta la realidad que vive el pequeño empresario (comerciante, industrial, artesano, profesional) en nuestro país. Y da la sensación de que esto que estamos intentando legislar va en busca de esta realidad. 

Considerando el aumento generalizado de los costos que han tenido los servicios públicos -lamentablemente, a consecuencia de algunas privatizaciones-, el incremento de precios de bienes no transables, el creciente control fiscal y el crecimiento de los impuestos a pagar, el congelamiento de los salarios y la flexibilización laboral del mercado operada mediante el aumento de la oferta laboral ante la pérdida de fuentes de trabajo, el pequeño empresario, en términos económicos, en alguna medida fue agredido por este tipo de políticas. Esa es una de sus realidades y esto que estamos haciendo sirve para corregirlo. 

Desde el punto de vista del derecho fiscal, yo diría que este proyecto es esperado con esperanza en distintos sectores de los pequeños profesionales y empresarios, que ven una oportunidad de simplificar su honesta contribución a la convivencia social, además de realizar un ahorro en sus propias erogaciones. 

No obstante, esta iniciativa dista -como dije al comienzo- de ser perfecta y conculca varios principios del derecho fiscal. Se ha hablado de esto, pero era mi propósito hacer un corto comentario y en tal sentido lo voy a repetir. 

En cuanto al principio de legalidad, si bien se cumplimenta el trámite parlamentario para su existencia, en varios de sus artículos, por ejemplo el 7° y el 18, se establecen delegaciones prohibidas al Poder Ejecutivo que le conceden la posibilidad de modificar el universo de contribuyentes a través de la incorporación o exclusión de actividades comprendidas, así como la modificación de las categorías, corrigiendo sus propios parámetros. 

Asimismo, en los artículos 8° y 25, entre otros, se establecen presunciones que agravian los derechos y garantías constitucionales de los contribuyentes, privándolos del legítimo derecho de defensa e imponiendo sanciones de fondo sin la necesaria participación de los jueces competentes. 

También, en alguna medida, se lesiona el principio de igualdad incluido en el artículo 16 de la Constitución de nuestro país, que se estructura sobre la base de la capacidad contributiva de las personas, concebida dentro del marco de una política económica de bienestar, entendida ésta como la valoración de una realidad económica y acompañada por la orientación progresiva de la tributación. 

Si bien no es una medida objetiva de la riqueza de los contribuyentes, la categorización efectuada al régimen que se crea contiene una valoración política discrecional que intenta contener a pequeños contribuyentes, poniendo de manifiesto una actitud ideológica que quizá excluye a algunas actividades, no diría en forma caprichosa pero sí circunstancial. 

Si la valoración para ser calificado como pequeño contribuyente pasa por parámetros de ingresos brutos inferiores a 144.000 pesos anuales, superficies afectadas menores de 200 metros cuadrados, consumo de energía hasta 20 mil kilovatios y precios unitarios de bienes y servicios menores a 840 pesos, ¿por qué se excluyen actividades en el artículo 17 del proyecto? 

Por otra parte, también se violenta el principio de igualdad al aplicar al pequeño contribuyente las penas previstas para los contribuyentes en general -el señor senador de la Sota ha hablado muy bien sobre este tema-, e incluso se incrementa la rigurosidad cuando se lo excluye de los beneficios que la ley de procedimientos tributarios 11.683, en su artículo 52, prevé para sujetos económicos de mayor importancia. 

Es sabido que los pequeños contribuyentes no pueden pagar a asesores impositivos para que los aconsejen, como lo hacen las grandes empresas. Lo razonable sería que, al menos, tuvieran los mismos beneficios respecto de las penas establecidas y no a la inversa. 

También quiero referirme brevemente al principio de neutralidad. La neutralidad del impuesto significa que éste debe dejar inalterables todas las condiciones del mercado; es decir, no debe provocar distorsiones de la oferta, de la demanda ni de los precios, no sólo respecto de las transacciones de bienes gravados sino de todos los bienes y servicios. 

Si bien en virtud del volumen comercializado por los pequeños contribuyentes no se distorsionará el mercado en términos generales, la traslatividad de los impuestos contenidos en el régimen del monotributo -IVA y Ganancias-, hará que éste sea pagado por los consumidores o clientes hasta el punto en que la competitividad lo tolere, haciéndose sentir con más crudeza en poblaciones pequeñas o donde no abunde una oferta de bienes y servicios sustitutos. 

En conclusión, las observaciones que formulo así, tan a vuelo de pájaro, pueden superarse al ser éste un régimen simplificado voluntario -artículo 4° y concordantes del proyecto-. 

Por ello, es necesario requerir al Ejecutivo el compromiso de no vetar la opción voluntaria. De lo contrario, la iniciativa podría caer en un hemisferio inconstitucional. 

Por las razones expuestas, acompañamos al proyecto en general -como ya lo anuncié-, y dejamos sentado el voto negativo respecto de todo aquello que viole los artículos 16, 17, 18, 28, 29 y 75 de la Constitución Nacional. 

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Formosa de la Unión Cívica Radical. 

Sr. MAGLIETTI.- Señor presidente: como bien lo han manifestado algunos señores senadores de nuestro bloque, vamos a votar afirmativamente este proyecto en general. 

No obstante, deseo formular algunas apreciaciones que creo se adecuan a la realidad del tema que tratamos. 

Como bien se dijo en este recinto, el proyecto en consideración se refiere y está dirigido a los microemprendimientos; es decir que se refiere a un sector que hoy no está inscripto en la Dirección General Impositiva y que cuando concurre a los bancos no cuenta con la documentación necesaria en materia impositiva y previsional para obtener créditos. 

En consecuencia, se trata de un sector de la población que trabaja, por decirlo de alguna manera, al margen de las disposiciones impositivas y que, como acabo de mencionar, tampoco puede acceder a los créditos necesarios para la evolución de sus pequeñas explotaciones. 

Pienso que los microemprendimientos no deberían estar gravados sino, lisa y llanamente, exceptuados del pago de impuestos. 

Considero que una norma de esta naturaleza debería tener como objetivo a las PYME -es decir, a las pequeñas y medianas empresas-, ya que constituyen el grupo grueso que es generador de fuentes de trabajo. 

Sabemos que en la mayoría de los países del mundo, tanto desarrollados como subdesarrollados, las PYME generan entre el 60 y el 80 por ciento de la demanda de mano de obra. En contraposición, se ha demostrado que actualmente las grandes empresas, cuando no son expulsoras de mano de obra, sólo generan una pequeña demanda de ella. 

En consecuencia, por más que los países subdesarrollados capten capitales extranjeros, no lograrán solucionar problemas tan importantes como el de la desocupación, ya que el objetivo de los grandes inversores extranjeros es la obtención de beneficios mayores que los que generarían si invertieran en países desarrollados. 

Indudablemente, los grandes inversores pretenden hacer sentir la fuerza del capital. De por sí, señor presidente, el capital tiende a la explotación, salvo en las democracias consolidadas en las que existen órganos judiciales y entes reguladores fuertes que imponen sus límites. 

Los grandes capitales sólo se manejan adecuadamente dentro del marco legal en los países desarrollados. Esto parece funcionar muy bien, ya que el 80 por ciento del comercio mundial se realiza entre los países desarrollados. Entonces, si el 80 por ciento del comercio internacional se realiza entre países desarrollados, esto quiere decir que los países subdesarrollados sólo participan en un 20 por ciento. 

Pero esos empresarios que invierten en países subdesarrollados pretenden que los empleados trabajen jornadas de 12 horas, prácticamente no pagar impuestos y, lógicamente, llevarse sus ganancias. Entonces, muchas veces, en lugar de lograr soluciones, crean problemas. 

Considero que en nuestro país debería existir una legislación impositiva para las grandes empresas, otra para las PYME y, finalmente, normas referidas específicamente a los micro- emprendimientos, los que deberían soportar sólo una presión impositiva pequeña o, incluso, en muchos casos, estar exceptuados de ella. 

La realidad demuestra que esos pequeños emprendimientos, en los que generalmente sólo trabajan el propietario, su esposa, sus hijos y algún empleadito, con mucha suerte, no están en condiciones de pagar impuestos porque apenas logran los ingresos necesarios para subsistir. 

Entonces, la legislación no puede ser igual para todos los casos. Debemos reconocer que todos los habitantes del país no están en la misma situación. 

Si pretendemos aplicar la misma regla para todos, evidentemente cometeremos arbitrariedades. En el marco de una legislación de cumplimiento imposible, muchos no tendrán otra alternativa que estar al margen de la ley. Pero, desgraciadamente, nuestro gobierno no interpreta esta situación. 

Se habla mucho de las PYME y también se legisló específicamente sobre ellas; pero, en los hechos, las normas no se aplican. 

Al igual que los países desarrollados, señor presidente, necesitamos una legislación que contemple la situación impositiva de las PYME para que puedan evolucionar. 

Mientras que en Chile, a través de un adecuado plan, se logró que de las 6 mil empresas que exportan 5.800 sean PYME, en nuestro país su participación en el comercio internacional es insignificante, ya que apenas llega al 10 por ciento. 

Señor presidente: a través de este proyecto de ley, incluso se pretende asignar específicamente el 70 por ciento de los pequeños recursos a obtener. Hay quienes sostienen que se obtendrán unos 500 millones de pesos anuales; suma insignificante, si es cierta. 

Pretendemos que el 70 por ciento sea para la ANSeS. Esto es un mal ejemplo. Porque si vamos a sustituir el impuesto a las ganancias y el IVA -que son coparticipables-, no podemos dejar el 30 por ciento para las provincias y el 70 por ciento para la ANSeS. Repito que se trata de un mal ejemplo y, además, nunca fue aplicado en el país. Por otra parte, se trata de ingresos irrisorios. 

El problema de la ANSeS se deriva de la ley de jubilación privada y de la disminución de los aportes patronales entre el 30 y el 80 por ciento, lo que benefició especialmente a las grandes empresas con el supuesto objetivo de reducir costos y disminuir los precios de los productos y la desocupación. Pero nada de esto ocurrió. Al contrario: obtuvieron mayores utilidades y así no pudimos solucionar el problema de la desocupación que hoy sufre el pueblo argentino. 

¿Dónde ubicamos en este momento el problema argentino? Fundamentalmente, en el sector de la población empobrecida, que no está en condiciones de pagar impuestos. Debemos aceptarlo. Si el Estado se niega sistemáticamente a reconocer que tenemos una franja de la población que está empobrecida y no está en condiciones de pagar impuestos, en realidad, vamos a legislar para una situación que no existe. 

Además, el Estado debe reconocer que nuestro problema es la evasión. Algunos funcionarios lo dicen, pero entre ellos aparece alguien que afirma que los evasores son los miembros de la clase media; sin embargo, algunos economistas serios dicen que lo son las grandes empresas. 

Me inclino a creer que esto último es lo cierto. Remitámonos a los balances de las grandes empresas. Por ejemplo, los correspondientes a los bancos internacionales y nacionales más importantes. Así, tres bancos de capitales norteamericanos, uno de capitales japoneses, tres de capitales holandeses y otros nacionales, durante los últimos tres años arrojaron pérdidas, a pesar de cobrar intereses que triplican los que se perciben en la plaza internacional. ¿Cómo podemos aceptar esto? ¿Cómo es posible que el Estado no agudice las inspecciones a estos grandes bancos que, evidentemente, están evadiendo? ¿Cómo es posible que no se hagan inspecciones a las empresas petroleras? 

El jefe de Gabinete dice que no tiene elementos, condiciones, materiales ni personal necesario para realizar ese tipo de inspecciones. Sin embargo, pierden el tiempo inspeccionando a miles de pequeños comerciantes que apenan pueden vivir con sus negocios. ¿Y dicen que no tienen personal para inspeccionar a las grandes empresas? 

Lo mismo ocurre con las grandes empresas prestadoras de servicios, con las automotrices y con los supermercados. Esta es una realidad. 

Se ha reconocido que en el país se evaden entre 14 y 18 mil millones de pesos en concepto de IVA. Creo que lo expuesto por el senador por Córdoba es correcto. Hay que suplantar el IVA por un impuesto a las ventas de fácil control. El país tendrá así más beneficios, ya que obtendrá mayor recaudación. 

También se ha reconocido que la evasión del impuesto a las ganancias es de 8 mil millones de pesos anuales. 

A pesar de todo esto, nos estamos fijando en la pequeña recaudación que obtendremos por medio del monotributo dirigido a los más pequeños contribuyentes del país. Hablamos de 500 millones de pesos frente a evasiones de miles de millones; reitero: 14 mil millones, como mínimo, correspondientes al IVA y 8 mil millones, como mínimo, al impuesto a las ganancias. 

¿Cómo vamos a gravar impositivamente a un sector pobre para obtener una suma de 500 millones de pesos y a consentir alegremente que las grandes empresas evadan más de 20 mil millones de pesos? Creo que esto es totalmente injusto. 

Podemos decir algo similar respecto de la carpa docente que está frente al Congreso, instalada hace tanto tiempo porque los maestros quieren un salario justo. Todavía no encontramos la solución. Se piensa en un impuesto al automotor, que en definitiva tiene que ser pagado por el pueblo. 

Al respecto, he presentado un proyecto para que se grave con un 1 por ciento la transferencia de acciones, con un 5 por ciento el aumento patrimonial de los bancos y con un 1 por ciento la tenencia de acciones y títulos públicos. De esa manera, se van a recaudar 1.800 millones de pesos, con lo que se va a poder constituir un fondo para la educación a fin de solucionar el problema de ese sector. Pero, evidentemente, no hay voluntad para ello. Por el contrario, se envía un proyecto de ley de creación de un impuesto a los automotores, que es resistido por todos y con el que no se podrán recaudar más de 500 ó 600 millones de pesos. Inclusive, algunos sostienen que se tratará de una cifra muy inferior, con la que ni remotamente se va a resolver el conflicto de los docentes. 

Vivimos legislando para una realidad que no existe. Ahora, se propone la creación de este impuesto único que, como idea general, puede ser excelente, pero que no lo es en cuanto a la determinación del sector que estará sujeto a este régimen. En ese sentido, insisto en que este impuesto debería estar dirigido a las PYME. Se debe legislar para ese sector, porque es el único que nos permitirá solucionar el problema de la desocupación. 

El sector de la PYME está en crisis como consecuencia de la presión impositiva y de la apertura indiscriminada de la Aduana. Las pequeñas y medianas empresas no han tenido tiempo de adaptarse para competir con los productos orientales que entran a la plaza en gran escala a precios irrisorios. Mientras que esos productos no pueden ingresar al Mercado Común Europeo, aquí entran a mansalva. 

Está muy claro: los países desarrollados pretenden que los países subdesarrollados abramos las fronteras para los productos industrializados, pero ellos cierran las suyas para que nuestras materias primas no puedan ingresar a sus mercados porque protegen su producción agropecuaria. O sea, aplican la globalización para los productos industrializados, pero no utilizan el mismo criterio para las materias primas que son producidas, en una gran proporción, por los países subdesarrollados. 

Estamos viviendo una situación injusta: la globalización sirve y es útil para los países del Primer Mundo, pero no sirve y es inútil para los pueblos del Tercer Mundo. Esa es la triste realidad que vivimos los países subdesarrollados del Tercer Mundo. 

A continuación, me voy a referir concretamente al proyecto en tratamiento. Al margen de reiterar que este monotributo debería ser legislado para las PYME, quiero señalar que, a mi entender, debería eximirse de toda presión impositiva a quienes figuran incluidos dentro de esta iniciativa. A lo mejor, de esa manera, ese pequeño grupo de microemprendimientos podría progresar. Asimismo, considero que también se los debería alentar con sistemas de crédito adecuados, facilitándoles a tal efecto la presentación de documentación en los bancos. 

Por otra parte, voy a realizar algunas apreciaciones de orden legal. Me siento obligado a hacerlo no porque esté en contra de este proyecto, sino porque es mi punto de vista sobre el particular. 

En lo que se refiere a la constitucionalidad de este proyecto de ley, la situación es muy dudosa porque en él se establece un impuesto federal a los ingresos brutos y, nos guste o no, este es un impuesto provincial no delegado al gobierno federal, conforme lo que establece la Constitución. 

Al respecto, nuestra Constitución es muy clara en ese sentido. Si se leen el inciso 3. del artículo 75 y la cláusula transitoria del artículo 6°, se observará que la Nación no tiene facultades ni atribuciones para establecer un impuesto a los ingresos brutos y que, en consecuencia, ello está reservado exclusivamente a las provincias; por lo tanto, evidentemente, nosotros no podríamos legislar al respecto. Seguramente, se me contestará que se aplicará la ley a través de la suscripción de convenios con las provincias. Pero no es así. ¿Por qué? Porque habrá provincias que adherirán y otras que no lo harán. Ya pasó con el impuesto a los ingresos brutos. ¿Acaso no todas las provincias debían derogar dicho impuesto? Pues bien, no sucedió así. Por ejemplo, en mi provincia se aplica el IVA y también el impuesto a los ingresos brutos; pero, además, se aumentó este último, lo que ni siquiera se hizo por ley sino por decreto. 

Entonces, tenemos la doble imposición del IVA y de los ingresos brutos provinciales. 

Con el proyecto que vamos sancionar, ocurrirá exactamente lo mismo. Observe la paradoja. Las provincias que ya aplican el impuesto a los ingresos brutos, seguramente continuarán con su respectiva aplicación y, con este nuevo impuesto que se crea, habrá otro impuesto a los ingresos brutos. Es decir que aquel que se acoje a este sistema, pagará el impuesto a los ingresos brutos de orden nacional y de orden provincial. Realmente, es una contradicción a la que no le encuentro una explicación jurídica, que me gustaría que aclarara el señor miembro informante del proyecto y presidente de la comisión respectiva. 

A fin de no dilatar demasiado mi exposición, quiero finalizar señalando que el 70 por ciento de la recaudación del tributo destinado a la ANSeS es un mal ejemplo. ¿Por qué pienso así? Porque la ley 23.349, en su artículo 49, párrafo segundo, destinó el 11 por ciento a previsión social y nunca se cumplió. 

La ley 23.349 fijó tributos al consumo de electricidad, gas, agua y teléfono en todo el país con destino a la seguridad social y dichos fondos nunca fueron girados a ese fin. Las empresas del Estado nunca depositaron dicha suma, se la apropiaron y, con ese dinero en sus cajas, se privatizaron. Es decir que esos recursos nunca fueron a la seguridad social. Ahora pretendemos seguir ese mismo mal ejemplo. Es decir que, según lo que prevé el proyecto, se destinará el 70 por ciento de la recaudación a la ANSeS. 

Los recursos que generará la futura ley serán irrisorios y, además, se adopta un segundo mal ejemplo. Me refiero a que no tenemos por qué quitar fondos que corresponden a las provincias, que en todo caso son coparticipables si luego las provincias lo aceptan, y destinarlos en un 70 por ciento a la ANSeS. Estoy convencido de que muchas provincias no aceptarán esta situación. Además, tampoco aceptarán la injusticia que significará la doble imposición del impuesto a los ingresos brutos; o sea, el de orden nacional y el provincial. 

Señor presidente: quiero manifestar que, a pesar de todos los inconvenientes y problemas que noto, voy a poner mi mejor buena voluntad para que el proyecto sea aprobado, tal como lo hace la Unión Cívica Radical cada vez que se trata de sancionar una ley que puede traer alguna solución. 

Como este proyecto tiene cosas buenas, lo reconozco a pesar de las críticas que he formulado vamos a darle nuestro apoyo en general. 

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por San Juan. 

Sr. GIOJA.- Señor presidente: quiero aprovechar la oportunidad para aportar algunas reflexiones sobre el régimen tributario especial para pequeños contribuyentes que permitan enriquecer el debate del proyecto de ley que hoy trata esta Honorable Cámara. 

Esta exposición no pretende reiterar datos cualitativos y cuantitativos, ya señalados con precisión y con lujos de detalle por el miembro informante y presidente de la comisión respectiva, sino simplemente complementar su alocución. 

Básicamente, haré referencia, entre otras cosas, al contexto político económico en el que este proyecto va a ser tratado y el impacto que su sanción producirá en las finanzas públicas. 

No puedo dejar de señalar, aunque sea en forma breve, los beneficios que provocará la sanción de este proyecto, tanto a nivel de contribuyentes como del organismo recaudador, ya que se simplificará la metodología para la liquidación y para el pago de los tributos. 

Cabe suponer que, con tal simplificación, una franja de contribuyentes se adecuará a ingresar dentro del nuevo sistema, ya que encuadrarse dentro del anterior -ganancias, IVA y aportes previsionales- suponía un costo que conspiraba fuertemente con su margen de utilidad y, por lo tanto, con la posibilidad de permanecer dentro del sistema vigente. 

Este proyecto que hoy analizamos fue notablemente mejorado en el Parlamento pues allí se han incorporado al régimen simplificado las personas físicas que ejercen un oficio, los profesionales, las sociedades menores y también la actividad agropecuaria. 

Desde el punto de vista del organismo recaudador, es indudable la ventaja que este sistema tendrá sobre el anterior: una mejor fiscalización, lo que hace prever que se logrará una mayor eficiencia recaudatoria. Por carácter transitivo, se podrá controlar mejor la evasión en otros niveles de la recaudación. 

Finalmente, la incorporación de aproximadamente doscientos mil nuevos contribuyentes permitirá afectar recursos a la seguridad social, un sector cuya demanda de financiamiento hoy resulta impostergable. 

Queremos referirnos al destino que se le dará al producto del régimen simplificado que estamos analizando. 

Quiero recordar que el proyecto original, enviado por el Poder Ejecutivo nacional, establecía que el ciento por ciento de la recaudación de este tributo debía ser afectado exclusivamente a la jurisdicción nacional. 

A pesar de que se estaba legislando sobre modificación de impuestos de neto corte coparticipable -como lo son Ganancias e IVA-, el producido se destinaría a una sola de las partes en cuestión: la Nación. 

Esto ocurre en un año en que impostergablemente debemos discutir y tratar la ley por excelencia en materia de federalismo fiscal: la ley de coparticipación de impuestos. Esta discusión ya ha comenzado y, sin lugar a dudas, será muy ardua, como la de toda ley que distribuye recursos y cuyo origen es este honorable Senado, Cámara iniciadora como entidad de mayor representación federalista en el país. Sin dudas, el Senado de la Nación es la Cámara federal del Parlamento nacional. 

Entonces no se puede consentir esta desigualdad de tratamiento, que sentaría un grave precedente al aceptar que los beneficios del monotributo fueran destinados exclusivamente al sistema de seguridad social. 

Señor presidente: debemos reconocer que nos sentimos aliviados cuando se supo, luego de tomarse el debido conocimiento, se pudo modificar la distribución original. Se propuso un 70 por ciento para la administración nacional, con destino a la seguridad social, y un 30 por ciento para las jurisdicciones provinciales. 

Adherimos fervorosamente a la modificación, que reivindica que, ante situaciones similares que pudieran surgir como consecuencia de la creación, modificación o distribución de recursos de origen tributario, son exclusivamente dos los socios: la Nación y las provincias, con los mismos derechos y las mismas obligaciones. 

Tampoco las provincias vamos a sacar una ventaja de la aplicación del régimen simplificado ya que lo que se ganaría con la incorporación de los nuevos contribuyentes al sistema, se perdería por la caída que se produciría en la recaudación del IVA, con la variación negativa por incidencia del porcentaje de los responsables no inscriptos. 

Estamos seguros de que, con la modificación introducida, se está actuando con equidad fiscal, término sustentado por nuestra Constitución Nacional. Porque, al exigir una contribución impositiva a personas que se encuentran distribuidas en todo el territorio nacional, hacia allí también deben distribuirse los recursos, en forma razonable, para que sean destinados a atender los gastos que implica una mejor educación, salud, seguridad o justicia. 

Para finalizar, señor presidente, creo que la discusión que hoy afronta este cuerpo es la primera etapa en una sucesión de otras que vendrán inmediatamente. 

Tanto la reforma tributaria, que ya registra ingreso en la Cámara de Diputados, como la coparticipación federal de impuestos, son escalas que inexorablemente debemos tocar en este ejercicio fiscal. 

Esperamos que el antecedente del monotributo, en cuanto a la participación de las provincias respecto de su producido, sea el criterio que prime en los otros dos proyectos. 

Reivindico el carácter de socios exclusivos de la Nación y las provincias, para cada vez que se produzca una modificación en los impuestos de claro origen coparticipable. 

Sólo de esta forma estaremos garantizando el funcionamiento del federalismo en la Argentina. Creo que hoy hemos dado un gran paso. 

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Santiago del Estero, del Partido Justicialista, que preside la Comisión de Micro, Pequeña y Mediana Empresa. 

Sr. FIGUEROA.- Señor presidente: la exposición del miembro informante ha sido muy elocuente. 

Sin embargo, quiero poner de relieve que el espíritu del monotributo no se agota en servir a las PYME como herramienta para promocionarlas, sino que persigue el propósito de incorporar al universo contribuyente el sector marginal, que conocemos como economía informal. Y, desde ese punto de vista, el monotributo deberá ser, sin duda, modificado en el tiempo, como sucede con las legislaciones que se dictan en tiempos de transformación, ya que su puesta en vigencia y aplicación concreta van aportando datos de una realidad que hoy el legislador no puede dimensionar debidamente. 

Particularmente, no creo que la redacción de este proyecto referida al monotributo sea la que mejor contribuya al desarrollo de las PYME, ni la que permita acceder a una competencia más franca con las empresas grandes y, sobre todo, con la producción extranjera, fruto de un mercado globalizado que permite, por ejemplo, la venta de productos con manufactura cuyo costo es casi irrisorio para nosotros, como ocurre con Oriente. Sin embargo es la ley posible, la que busca conceder una franquicia en forma equitativa reconociendo las desigualdades de las PYME, pero no al extremo de consagrar un sistema a través del cual todos pretendan convertirse en PYME para pagar menos. 

Entonces, por la extensión del universo económico que las PYME abarcan en las naciones, es evidente la contribución al bienestar general. Esa debe ser la finalidad buscada, y lo ideal sería que el monotributo mejorara el desarrollo económico de las pequeñas y medianas empresas, de los empresarios individuales, de los artesanos de las empresas familiares, de las pequeñas asociaciones de productores rurales, y no que solamente generara una expectativa de mayor recaudación por crecimiento del padrón de contribuyentes. 

Pero, reitero, es un avance y su aceptación por parte de los contribuyentes servirá de base a la evaluación que habrá de hacerse para medir las bondades del sistema. Es decir, un sistema que permita un fácil cumplimiento de las obligaciones, en el que el pequeño contribuyente no necesite un plantel de profesionales, un complejo sistema de archivos y registros, documentaciones, etcétera, un sistema en el que no pasen sus días llenando formularios, en el que pagar sea más caro y complicado que su actividad comercial, artesanal o industrial, que es a la que verdaderamente debe dedicar sus energías. Por otra parte, el Estado tendrá un sistema sencillo de verificación y, sin duda, de mayores ingresos. 

Señor presidente: este proyecto de ley que vamos a sancionar es un viejo anhelo de todas las PYME y según la estimación hecha, pensamos que van a ser trescientos mil empresarios los que se van a incorporar al sistema. 

Esto va a permitir que al regularizar su situación ante la Administración Federal de Ingresos Públicos, accedan al sistema financiero argentino. Hoy, esto les resulta muy dificultoso a las pequeñas empresas debido a la falta de regularización en la administración federal de ingresos públicos. 

Hay experiencias importantes en países europeos y muy cerca de nosotros, en Brasil, en donde al monotributo, se lo conoce como "Simples" y la experiencia que ellos han recogido es muy importante. 

Señor presidente, señores senadores: después de la sanción de la ley 24.467 en este Parlamento, este proyecto de ley de monotributo debe ser uno de los más importantes que vamos a sancionar. En efecto, así como la ley 24.447 fue definida como ley del Estatuto PYME, hoy estamos incorporando al universo de ese tipo de empresas a las micro empresas que vivían en la marginalidad económica, con los consiguiente perjuicios -como dije anteriormente- de no tener acceso al sistema financiero argentino. 

Esta norma va a permitir que los trabajadores de las PYME, ya sean familiares o aquellas que tengan el número de trabajadores que indica la ley, que hagan aportes previsionales, tengan la cobertura de una obra social, lo cual es importante. Ninguno de nosotros puede desconocer la realidad que han tenido que vivir las micro y pequeñas empresas en este aspecto, especialmente las del interior del país. 

En este mundo industrializado las PYME -lo han dicho los senadores que expusieron anteriormente- son las generadoras de empleo. En América latina tenemos un problema bastante serio con el desempleo. En otra oportunidad ya dije que las grandes empresas generan desempleo por la tecnificación y la robotización de sus procesos. En cambio, las micro empresas, las artesanales, las pequeñas empresas, generan empleos que hacen a la dignidad porque, generalmente, trabajan en ellas familias enteras. 

Por último, quisiera decirles que así como la familia es la célula de una sociedad, actualmente -y antes también- en este mundo globalizado las PYME son las células de cualquier economía de naciones como la nuestra. 

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por La Pampa. 

Sr. MARTÍNEZ ALMUDEVAR.- Señor presidente: este proyecto tiene por objeto simplificar la vida impositiva de los pequeños contribuyentes y, a la vez, mejorar la recaudación impositiva. 

En este sentido, creo que el objetivo y el texto de la ley reúnen las condiciones para lograr esos cometidos. Sin embargo, a mi criterio no se ha contemplado debidamente el impacto negativo que tiene sobre las obras sociales y hospitales públicos, en definitiva, sobre la salud de la población. 

El artículo 50 dice que los trabajadores dependientes comprendidos en esta ley gozarán de las prestaciones previstas en las leyes 19.032, 23.660 y otras. Vale decir que el dictamen, con buen criterio, propone que los trabajadores en relación de dependencia puedan acogerse a este régimen de beneficios al igual que a las prestaciones del PAMI. 

Como este régimen presupone que se permitirá el blanqueo de empleo en negro, y dado que las estimaciones que hay no son muy definidas, por lo que no podemos evaluarlas, probablemente ingrese un número considerable de beneficiarios. También se va a dar el caso de empleados que pasen del régimen general que existe hoy al simplificado. Todo esto generará un costo de atención a través de las obras sociales, porque hay que proteger a estos trabajadores al igual que a su grupo familiar, en tanto el ingreso a las obras sociales será de cero. Esto surge de la lectura del artículo 51, que establece un aporte único de 33 pesos, que se destina al régimen de capitalización o de reparto, pero en ningún caso a las obras sociales. 

En pocas palabras, no debemos repetir las historia de crear obligaciones sin la contrapartida de los ingresos necesarios para cubrirlas. 

Puede ser que las obras sociales atiendan a más beneficiarios con los mismos recursos que tienen actualmente. Pero conociendo cuál es el estado de la mayoría de las obras sociales, debemos presuponer que habrá un decaimiento en la calidad de las prestaciones para todos los afiliados. 

Por otra parte, esto puede acentuar el requerimiento de servicios de los hospitales públicos, con lo cual estaríamos comprometiendo los presupuestos provinciales destinados la servicio hospitalario. 

Otra alternativa sería que la ex ANSSAL -hoy Superintendencia de Servicios de Salud- financie la prestación médica a través del Fondo Solidario de Retribución. La recaudación de esta Superintendencia es de alrededor de trescientos millones, pero se trata de un fondo comprometido porque debe enfrentar aportes al PAMI, al Programa de Reconversión de Obras Sociales, a la Secretaría de Desarrollo Social, a los servicios de alta complejidad, al SIDA, a las adicciones, a los discapacitados y a los subsidios para los aportantes de bajos ingresos para cubrir, como mínimo, el aporte de 40 pesos por mes por familia. Es decir que la solución por esta vía sería prácticamente imposible. 

Podría considerarse lo establecido por el artículo 55 en el sentido de que es aplicable, en el caso de situaciones no previstas en este régimen, lo normado por las leyes de obras sociales y sus decretos y resoluciones complementarias. Para tal caso debemos recordar que se encuentran vigentes los decretos número 292 y 492/95, que autorizan a las obras sociales a no prestar servicios médicos a aquellos beneficiarios cuyos aportes y contribuciones efectivas sean inferiores a 11,2 pesos por mes. 

De adoptar tal decisión, estaríamos borrando con el codo lo que hemos establecido en el artículo 50, mencionado inicialmente. 

Quiero hacer esta observación dado que no ha sido contemplada en el dictamen de mayoría ni tampoco en la disidencia parcial. 

-Se llama para votar. 

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por Entre Ríos. 

Sr. ALASINO.- Señor presidente: durante las reuniones que hemos mantenido los legisladores con el titular de la Dirección General Impositiva con motivo de la discusión, durante el año pasado, de la modificación de la ley de clausura y de la ley penal tributaria, normas que hoy llevan los números 24.765 y 24.769 respectivamente, que iban en la dirección tendiente a modificar el régimen tributario -que es una de las reformas de segunda generación pendientes de este gobierno- recibimos del citado funcionario y de los representantes del Ministerio de Economía el compromiso de establecer un mecanismo, luego de un gran debate en las cámaras del Congreso, que atendiera los reclamos de un gran sector de la sociedad argentina -que se maneja prácticamente en una absoluta informalidad- a fin de ir avanzando en la progresividad, que tanto solicitan no sólo los técnicos sino también los sectores populares de nuestro país. 

En aquella oportunidad, cuando por intermedio de estas leyes dotábamos a la DGI de más duras y severas facultades de verificación y control, cuando endurecíamos el régimen sancionatorio a través del aumento de las escalas punitivas previstas en la ley penal tributaria y cuando modificábamos el procedimiento tributario, imprimiéndole una mayor celeridad, había derecho a pensar que esta política, si se quiere agresiva y espectacular que estaba llevando a cabo la DGI a través de las clausuras y los operativos públicos, terminaría -como se nos decía- dejando impunes a los grandes evasores y atacando a los pequeños comerciantes o industriales, es decir, a los que se conoce como pequeños y medianos empresarios. 

De todas maneras, quiero decir que lo que se reclamaba, y aún hoy se sigue haciendo, era la dotación de algún tipo de sistema que le agregara un poco más de equidad al régimen tributario al que hoy estamos sometidos. Y es obvio que esta equidad debía atender a dos variantes que todo el mundo exigía: los altos costos administrativos e impositivos que tiene el actual régimen y la complejidad misma del sistema, que obliga a manejarse con profesionales de alto rigor técnico y capacidad, lo que evidentemente desalienta a los pequeños y medianos productores o empresarios, que es a quienes en definitiva apunta este proyecto. 

Estas consideraciones o fundamentos de la equidad, que de alguna manera reclamaba la comunidad, se fueron sucediendo en esto que popularmente se ha dado en llamar "monotributo" y que hoy nos aprestamos a aprobar. 

Creo que esta iniciativa alienta o atiende precisamente a la pequeña y mediana empresa; y al respecto, escuché las aseveraciones formuladas por algún señor senador. 

En efecto, nosotros no tenemos que pensar que a través de este nuevo régimen quienes antes no pagaban ahora sí lo van a hacer, sino que por medio de esta iniciativa estamos aprendiendo a que para entrar definitivamente en el sistema y poder acomodarnos al régimen crediticio de esta moderna organización económica no hace falta tener importantes inmuebles que garanticen futuras quiebras, como tienen nuestras viejas empresas, ya que al momento de conceder un crédito los bancos no preguntarán el metraje de la fábrica, sino que solicitarán precisamente los balances y los comprobantes de pago de los impuestos y los aportes de ley; y si esto no se encuentra al día, por más que se tengan activos fijos de enorme valor, no se podrá entrar al sistema crediticio. 

Entonces, el presente proyecto está intentando salvar precisamente este inconveniente y permitir que, con este régimen especial, se pueda incorporar al sistema tributario y previsional aquel gran sector productivo de la Argentina que hoy no lo puede hacer. No tengo absolutamente ninguna duda de que el monotributo va dirigido hacia ese sector. 

Quiero hacer una referencia: en las organizaciones económicas modernas, como la nuestra, la ocupación en el ámbito de las pequeñas y medianas empresas alcanza al 80 por ciento mientras que en el resto de los países el promedio es del 72 por ciento. 

Como es sabido, venimos insistiendo en combatir la desocupación. Y éste es uno de los elementos fundamentales por los cuales queremos incluir en la formalidad a un gran sector de la economía informal. 

Ante este tema se han planteado algunas objeciones serias. En este sentido, la falta de un criterio de capacidad contributiva para definir el sujeto es uno de los argumentos críticos tal vez más sólidos. Pero creemos que este proyecto de ley tiene un claro sentido político porque alienta a algunos sectores a estar incluidos en la ley y obliga a quienes, quizás picarescamente, quieren estarlo para incurrir en una evasión impositiva que hoy no es posible porque están en otro régimen, a atenerse a los mínimos y máximos y a los topes que establece la ley. 

Dejaré para la discusión en particular las objeciones que hemos escuchado. Por ejemplo, hoy a la mañana nos han hecho llegar observaciones algunos sectores que ven con preocupación algunas partes de esta norma. Pero a nosotros nos ha parecido que más allá de los errores o de algunas definiciones tal vez no muy precisas de la ley, es mucho mejor aprobarla hoy para encaminar el tema en una dirección que el país está reclamando. Esto es preferible a seguir trabajando en el texto para su perfeccionamiento sin saber cómo operará en la práctica. 

De manera entonces que, ante algunas opiniones muy fundadas, incluso de nuestro bloque y de parte de sectores que nos las hicieron llegar esta mañana, en el sentido de introducir al texto del proyecto algunas modificaciones, entendemos que resultará mucho más útil al país, e incluso mucho más novedoso y revolucionario desde el punto de vista impositivo, dar hoy la sanción definitiva. Por supuesto, a partir de ello la norma podrá ser perfeccionada teniendo en cuenta las observaciones que han hecho muchos señores senadores. 

Por último, para evitar extender este discurso, me permito solicitar la inserción de algunas consideraciones que sobre el proyecto en consideración tengo por escrito. 

Sr. PRESIDENTE.- Las inserciones se votarán luego de la votación en general. 

Tiene la palabra el señor senador por La Pampa. 

Sr. VERNA.- Señor presidente: sobre la base de todas las consideraciones que han hecho los señores senadores, simplemente quiero decir que en algo me han dado la razón: la ley es perfectible. 

Sr. PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

-La votación resulta afirmativa. 

Sr. PRESIDENTE.- Queda aprobado en general por unanimidad. 

En consideración en particular. 

-Se enuncia y aprueba el artículo 1. 

Sr. PRESIDENTE.- Queda aprobado por unanimidad. 

-Se enuncia el artículo 2. 

Sr. BERHONGARAY.- Pido la palabra. 

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por La Pampa. 

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: voy a proponer dos modificaciones, que ya anticipé en mi exposición en general. La primera se refiere a la inclusión de las sociedades de responsabilidad limitada. Concretamente, donde dice: "...o de las sociedades comerciales tipificadas en el capítulo II, secciones I, II y III de la citada ley...", se agregue "y las sociedades de responsabilidad limitada". 

Y en el párrafo siguiente... 

Sr. PRESIDENTE.- ¿Usted se refiere al artículo 2? 

Sr. BERHONGARAY.- Sí, Título II, artículo 2. 

Sr. PRESIDENTE.- No, usted está hablando de la ley. 

El artículo 1, que acaba de ser aprobado por unanimidad, implica la aprobación de todo el anexo. En consecuencia, si usted quiere, puede hablar del artículo 2... 

-Varios señores senadores hablan a la vez. 

Sr. PRESIDENTE.- Reitero: está muy claro que la aprobación del artículo 1 implica la aprobación de todo el anexo. 

En cuanto al artículo 2, si algún senador quiere decir algo, puede hacerlo. Si no, lo pondré a votación. 

Sr. BERHONGARAY.- El artículo 2 de la ley, que está incluido en el Título II, sobre "Definición de pequeño contribuyente"... 

Sr. PRESIDENTE.- No, señor senador Berhongaray. Me extraña, porque usted es uno de los senadores más avezados. 

El artículo 2 dice: "Sustitúyese el artículo 29 de la Ley de Impuesto al Valor Agregado ...". El artículo 2° del Título II lo votaron al votar el artículo 1° del proyecto de ley, porque éste establece -y lo digo por si alguno de los señores senadores no lo leyó-: "Apruébase como Régimen Simplicado para Pequeños Contribuyentes, el texto que se incluye como anexo a la presente ley". Al votar el artículo 1° votaron todo el Anexo. 

Así que si alguno quiere hacer referencia al artículo 2° del proyecto de ley, con mucho gusto le daré la palabra. Del anexo no hablamos más porque ya lo votaron. 

Sr. BERHONGARAY.- Pido reconsideración a los efectos de que en el Anexo, en el Título II ... 

Sr. PRESIDENTE.- ¿Usted pide reconsideración del artículo 1° para poder opinar sobre el Anexo? 

Sr. BERHONGARAY.- Para que se incluyan las modificaciones que señalamos en particular. 

Sr. PRESIDENTE.- Primero hay que tratar si la Cámara le hace lugar para reconsiderar el artículo 1°, lo que implicaría reconsiderar todo. 

Sr. BERHONGARAY.- Está bien, señor presidente. Muchísimos señores senadores hicieron observaciones a este Anexo. 

Sr. PRESIDENTE.- Señor senador Berhongaray: yo hice votar en general. Luego llegó el tratamiento del artículo 1° y dije "Artículo 1°". Miré a todos los señores senadores y nadie me pidió la palabra. Dije "Se va a votar", y unánimemente levantaron la mano y votaron el Anexo. 

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: usted fue testigo durante todo este debate de que en el Anexo hubo muchísimas observaciones, disidencias parciales de varios señores senadores. Por lo tanto, pido la reconsideración del artículo 1°. 

Sr. PRESIDENTE.- Quiero dejar claro la posición de la Presidencia antes de seguir. Efectivamente, ha habido posiciones en contrario sobre el texto, pero si no me piden la palabra, señor senador, yo no la puedo dar. Usted ahora advierte este error y pide la reconsideración. Si el cuerpo la aprueba, con el número que corresponde, no tengo inconvenientes. Pero yo tengo que hacer cumplir lo que marcan el Reglamento y la ley. 

Hay un pedido de reconsideración del señor senador Berhongaray. 

Tiene la palabra el señor senador por La Pampa. 

Sr. VERNA.- Señor presidente: no vamos a acompañar el pedido de reconsideración. Creemos que si el señor senador ha sido sorprendido en su buena fe o no ha advertido la situación, tiene oportunidad para hacer todas las observaciones que tenía para formular en particular sobre los artículos del Anexo y que oportunamente no hizo cuando votó. 

Sr. PRESIDENTE.- Senador Verna: yo no lo voy a permitir, porque si no hay reconsideración no pueden debatir un artículo votado. Si ustedes no aprueban la reconsideración -están en todo su derecho-, pasa a ser votado el artículo 2°. Pero no me pidan que se debata aquello que no está en consideración. No lo voy a permitir. 

No le admite la reconsideración el bloque de la mayoría, señor senador. 

En consideración el artículo 2° del proyecto de ley. Si ningún señor senador hace uso de la palabra, se va a votar.
-La votación resulta afirmativa.
-Se enuncia y aprueba el artículo 3°.
-El artículo 4° es de forma. 

Sr. PRESIDENTE.- Queda definitivamente sancionado el proyecto de ley. Se harán las comunicaciones correspondientes. 

Tiene la palabra el señor senador por Córdoba. 

Sr. DE LA SOTA.- Señor presidente: intervengo al solo efecto de repetir lo que dije al terminar mi mensaje, a saber, que se tome mi voto, con excepción del artículo 59 en sentido positivo, con las disidencias que he manifestado y que están impresas. 

Sr. PRESIDENTE.- Se toma nota. 

Tiene la palabra el señor senador por La Pampa. 

Sr. BERHONGARAY.- Señor presidente: en igual sentido, pido que las disidencias que señalé en mi exposición en general sean interpretadas con referencia a cada uno de los artículos que mencioné. 

Sr. PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor senador por La Pampa. 

Sr. VERNA.- Señor presidente: quiero dejar constancia de que el artículo 59 ha sido votado de acuerdo con lo que exige el artículo 75, inciso 3, de la Constitución Nacional, que exige la mayoría absoluta. 

Sr. PRESIDENTE.- Está claro que los artículos fueron votados por unanimidad. 

Se van a votar las inserciones que se han solicitado. 

-La votación resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE.- Han resultado aprobadas.

(. . .)

Sr. PRESIDENTE (Yoma).-  (. . .). 

Dado que no existe voluntad de parte de los señores senadores para continuar sesionando, queda levantada la sesión. 

- Son las 21 y 56. 
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